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I. RESUMEN

1. El 12 de junio de 2001, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión Interamericana”, “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición del señor Carlos Alberto Mojoli Vargas (en adelante “la presunta víctima” o “el señor Mojoli”), contra la República de Paraguay (en adelante “el Estado” o “Paraguay”) en la que alegó una serie de hechos que imputa al Estado y que define como una persecución iniciada en su contra, mediante la cual se le habría suspendido arbitrariamente de su cargo del miembro del Tribunal Superior de Justicia Electoral de la República del Paraguay (en adelante “TSJE”) y se le habría luego coaccionado a renunciar a dicho cargo; se le habría involucrado en cuatro procesos judiciales por distintos hechos; y se habrían realizado amenazas, hostigamientos y diversos actos intimidatorios en contra suya y de miembros de su familia.    
2. En razón de ello, el señor Mojoli alegó la violación de los derechos a la integridad personal (artículo 5), a las garantías judiciales (artículo 8), al principio de legalidad y de retroactividad (artículo 9), a la protección de la honra y de la dignidad (artículo 11)  y a la protección judicial (artículo 25), establecidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en lo sucesivo “la Convención” o “la Convención Americana”) en su propio perjuicio.  En su Informe de Admisibilidad No. 84/03, la Comisión decidió que los alegatos de la presunta víctima exponían hechos que podrían caracterizar una violación de los derechos garantizados por la Convención en sus artículos 8, 9, 11, 25 y 1.1.

3. El Estado alegó que, como resultado de sus propios actos, la presunta víctima recibió una sanción de la Corte Suprema de Justicia (en adelante “CSJ”) y que a través del Consejo de Superintendencia de la Corte Suprema de Justicia (en adelante “CSCSJ”) se iniciaron los trámites para su destitución.  El Estado agregó que el señor Mojoli renunció a su cargo en razón de que tuvo problemas con todos los partidos políticos del país, así como con la justicia y que no se presentaron irregularidades en los procesos administrativos y judiciales que se adelantaron en relación con el señor Mojoli.  
4. La Comisión concluye que en el presente caso se violó el derecho a las garantías judiciales consagrado en artículo 8.1 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 del mencionado instrumento, en perjuicio del señor Mojoli, por dictar un acto administrativo de carácter disciplinario en su contra, sin que se hubiera garantizado su derecho a ser oído.  Igualmente, la Comisión concluye que en el proceso de falsificación de instrumento público se violó el derecho a ser juzgado en un plazo razonable conforme al artículo 8.1 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1.1 del mencionado instrumento, en perjuicio del señor Mojoli. Por otra parte, la Comisión concluye que no cuenta con elementos suficientes para pronunciarse sobre la alegada violación del artículo 8 de la Convención en conexión con el artículo 1.1 del mencionado instrumento respecto del proceso por prevaricato.  Asimismo, la Comisión concluye que el Estado no violó el derecho a un recurso efectivo consagrado en el artículo 25 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 del mencionado instrumento, respecto de la acción de inconstitucionalidad que presentó contra la Resolución No. 136 de 22 de marzo de 1999 y, que el Estado de Paraguay no violó los artículos 9 y 11 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1.1 del mencionado instrumento, en perjuicio del señor Mojoli.    

5. Como se indica en el capitulo VII del presente informe, tras evaluar las medidas adoptadas por el Estado para cumplir con la recomendaciones emitidas por la Comisión, ésta las dio por cumplidas y decidió no someter el caso a la Corte Interamericana de Derechos Humanos.  

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN POSTERIOR AL INFORME DE ADMISIBILIDAD

6. La Comisión adoptó su Informe de Admisibilidad No. 84/03 el 22 de octubre de 2003, en relación con los hechos denunciados relativos a i) las violaciones alegadas por el señor Mojoli respecto a la emisión de la Resolución No. 136, dictada por el Consejo de Superintendencia de la CSJ de Paraguay el 22 de marzo de 1999; ii) el proceso relacionado con la acción de inconstitucionalidad intentada por el señor Mojoli en contra de tal Resolución; iii) el proceso por prevaricato que se inició en contra el señor Mojoli conforme a lo ordenado por dicha Resolución; y iv) el proceso por falsificación de instrumento público pendiente en contra del señor Mojoli;  y respecto de los artículos  8 (garantías judiciales); 9 (principio de legalidad y de retroactividad); 11 (protección de la honra y de la dignidad); y 25 (protección judicial), de la Convención Americana, conjuntamente con el artículo 1.1 de dicho tratado.  Dicho Informe fue remitido a las partes mediante comunicación de 27 de octubre de 2003.

7. Mediante comunicación recibida el 30 de diciembre de 2003, la presunta víctima presentó sus observaciones al Informe No. 84/03, las cuales fueron trasladadas al Estado el 9 de febrero de 2004.  El 31 de marzo de 2004, el Estado presentó una solicitud de prórroga de 45 días para observar el escrito del señor Mojoli, la cual fue concedida mediante comunicación de 6 de abril de 2004.  La CIDH recibió las observaciones adicionales del Estado el 26 de mayo de 2004 y las pruebas documentales de estas observaciones el 4 de junio de 2004, las que fueron transmitidas al señor Mojoli el 12 de julio de 2004.  

8. La presunta víctima presentó observaciones adicionales el 19 de julio y el 11 de agosto de 2004, las cuales fueron transmitidas al Estado el 15 de marzo de 2005.  Mediante escrito de 18 de marzo de 2005 la Comisión se puso a disposición de las partes a fin de facilitar una solución amistosa.  

9. El 20 de abril y el 8 de septiembre de 2005, la presunta víctima presentó información adicional, la cual fue transmitida al Estado el 20 de abril y el 12 de octubre de 2005, respectivamente.  El 21 de noviembre de 2005 el Estado envió a la CIDH información adicional, la cual fue transmitida al señor Mojoli mediante comunicación de 10 de enero de 2006. La CIDH recibió las observaciones de la presunta víctima el 23 de febrero de 2006, siendo éstas transmitidas al Estado el 14 de marzo siguiente.  Por su parte, el Estado envió documentación el 21 de junio de 2006, la cual se transmitió al señor Mojoli el 29 de agosto de 2006.

10. Mediante comunicación de fecha 30 de agosto de 2006 la presunta víctima presentó observaciones adicionales y documentación, las cuales fueron transmitidas al Estado el 3 de octubre de 2006, con un plazo de 1 mes para presentar observaciones.  Igualmente, el 2 de octubre de 2006, la CIDH recibió documentación enviada por el señor Mojoli.  Mediante comunicación de 6 de noviembre de 2006 el Estado envió información adicional. 

11. El 17 de julio de 2007, la CIDH reiteró al Estado el plazo otorgado mediante comunicación de 3 de octubre de 2006.  El Estado envió una comunicación a la CIDH el 25 de julio de 2007.  Mediante comunicación de 9 de octubre de 2007 el Estado remitió las observaciones realizadas al escrito de la presunta víctima de 30 de agosto de 2006, las cuales fue transmitidas al señor Mojoli el 18 de octubre de 2007. 

12. El Estado presentó un nuevo escrito con observaciones el 25 de octubre de 2007, el cual fue transmitido al señor Mojoli el 16 de noviembre siguiente. Mediante comunicación de 14 de noviembre de 2007 la presunta víctima presentó observaciones, siendo éstas trasladadas al Estado el 11 de diciembre de siguiente.  La CIDH recibió dos comunicaciones de la presunta víctima el 25 de enero y 3 de abril de 2008.

13. Mediante escrito de 24 de marzo de 2008, el Estado presentó nuevamente observaciones adicionales sobre el fondo, las cuales fueron trasladadas al señor Mojoli mediante comunicación de 2 de abril de 2008. Posteriormente, el 14 de junio de 2008 la CIDH recibió otra comunicación de la presunta víctima que fue trasladada al Estado el 10 de septiembre de 2008 con un plazo de un mes para presentar observaciones.  El 24 de octubre y el 22 de diciembre de 2008, el Estado envió información a la CIDH, la cual fue transmitida al señor Mojoli el 7 de enero de 2009.  
14. Mediante comunicación de 2 de febrero de 2009 la CIDH solicitó información actualizada y prueba documental tanto al señor Mojoli como al Estado en relación con los procesos iniciados por la presunta comisión del delito de prevaricato y de falsedad en documento público.  El señor Mojoli envió información el 4 y 13 de febrero de 2009 y el Estado el 29 de abril de 2009.
II. POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Posición de la presunta víctima
1.
Sobre la Resolución No. 136 del Consejo de Superintendencia de la Corte Suprema de Justicia de 22 de marzo de 1999
15. La presunta víctima alega que el 22 de marzo de 1999 el Consejo de Superintendencia de la Corte Suprema de Justicia emitió la Resolución No. 136
 que sancionó disciplinariamente a los miembros del Tribunal Superior de Justicia Electoral, Expedito Rojas y Carlos A. Mojoli, y al miembro del Tribunal Electoral de Misiones, Samuel Martínez Hustin.  Lo anterior, por haber constituido un tribunal “ad hoc” y emitir la Resolución Nº 17 de 17 de marzo de 1999
  (en la que se emplaza al Partido Colorado a convocar a Convención Extraordinaria de reforma del Estatuto partidario), su enmienda de 18 de marzo de 1999
 (en la que se manifiesta que el miembro del TSJE Alberto Ramírez Zambonini se negó a firmar la resolución y se sustituye por el miembro del Tribunal Electoral de Misiones, Samuel Martínez Hustin) y la Resolución Nº 18 de 18 de marzo de 1999
 (en la que se “disponen medidas de protección al patrimonio de la Justicia Electoral) en flagrante violación de las disposiciones legales que rigen la sustitución
 y la extralimitación en el ejercicio de sus funciones.  

16. La presunta víctima indica que la Resolución No.136 de 22 de marzo de 1999, impuso a los miembros firmantes del TSJE una multa de 30 jornales mínimos legales y 30 días de suspensión en el ejercicio de sus funciones.  El señor Samuel Martínez Hustin, miembro del Tribunal Electoral de San Bautista, Misiones, fue sancionado con apercibimiento y multa de 30 jornales mínimos.  En ese sentido, la presunta víctima alega que la Resolución No. 136 tuvo por finalidad iniciar una campaña de coacción, intimidación y persecución en contra de los miembros del TSJE, Carlos A. Mojoli y Expedito Rojas Benítez, con el objeto de paralizar este Tribunal e impedir el cumplimiento de sus funciones constitucionales tras el asesinato del Vicepresidente Luís María Argaña y la renuncia cinco días después del Presidente Cubas, quien llevaba en el poder seis meses.  

17. Asimismo, alega que el Consejo de Superintendencia no era el órgano competente para juzgar a los miembros del TSJE, puesto que esta función compete exclusivamente al Congreso Nacional conforme al artículo 255 de la Constitución Nacional
.  Sostiene que el Consejo de Superintendencia, al emitir la Resolución No. 136, violó el artículo 275 (tercer párrafo) de la Constitución Nacional (que establece que las resoluciones previstas en la ley del TSJE sólo pueden ser recurribles ante la CSJ) y la Ley 635 (artículos 70 a 75) (que sólo permite recurrir las anteriores decisiones por la vía de la inconstitucionalidad) y usurpó, además, las funciones de la Sala Constitucional de la CSJ.  

18. El señor Mojoli sostiene que en los archivos del CSCSJ no existe una copia original válida de la Resolución No. 136 e indica que la primera resolución válida de 1999 es la número uno del 4 de mayo de 1999, referente a un caso de una señora llamada Rosa Núñez.   Asimismo, señala que, según los archivos de la CSCSJ, la Resolución No. 136 fue dictada el 17 de noviembre de 1999.  

19. La presunta víctima alega que con la emisión de la Resolución No. 136 se violó el derecho a ser oído con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable por un Juez o Tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada en su contra, consagrado en el artículo 8.1 de la Convención Americana.  Igualmente, sostiene que se violó el inciso (b) del numeral (2) del artículo 8 de la Convención Americana, que consagra el derecho a la comunicación previa y detallada de la acusación formulada  En este sentido, indica respecto a los alegatos del Estado (que señalan que la adopción de la medida no requería del sumario previo indicado por la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, porque la Resolución No. 17 de 17 de marzo de 1999 contenía en sí todos los elementos de juicio necesarios para adoptar la medida disciplinaria) que el sumario previo sí debía realizarse y que la resolución violó el derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de su defensa, reconocido en el artículo 8(2)(c) de la Convención Americana
.  Adicionalmente, señala que esta resolución violó el derecho a recurrir el fallo ante juez o tribunal superior, consagrado en el artículo 8.2.h de la Convención Americana, al aplicarse la suspensión de funciones, a pesar de que la resolución no tenía validez ni podía ser impugnada.  

20. Finalmente, la presunta víctima indica que la Resolución No. 136 no se efectivizó ya que fue forzado a renunciar el 6 de abril de 1999 por las presiones que ejercieron los tres poderes del Estado. Mas indica que una vez pasadas las elecciones, se dio continuación a la persecución político-judicial, mediante la ampliación de las acusaciones y su procesamiento: 1) por el supuesto hecho de participación en el proceso de magnicidio del Vicepresidente, del cual fueron sobreseídos la presunta víctima y su hijo, Carlos Daniel Mojoli; 2) por el supuesto delito de prevaricato y; 3) por el delito de sabotaje de computadoras, en el que la presunta víctima fue condenado.
2. 
Sobre el proceso relacionado con la acción de inconstitucionalidad intentada por el señor Mojoli en contra de la Resolución No. 136

21. El señor Mojoli relata que, dado que la Resolución No. 136 era contraria a la Constitución y adolecía de vicios procesales, presentó un recurso de inconstitucionalidad en contra de la misma el 31 de marzo de 1999 ante la CSJ.  Alega que la primera actuación procesal tendiente a impulsar el procedimiento fue una providencia de 3 de mayo de 1999, en la que la Corte solicitaba que se trajeran a la vista los antecedentes de la Resolución No. 136.  Indica que durante el año 2001 se inhibieron dos Ministros de la Corte
 y que, finalmente, mediante cédula de notificación de 8 de febrero de 2005, se le comunicó la “caducidad en la instancia“
 de la acción de inconstitucionalidad
. 

22. La presunta víctima agrega que el 10 de marzo de 2005 planteó un recurso en contra de la decisión de la CSJ que declara la caducidad de la acción de inconstitucionalidad
 y alega que el recurso tenía como fundamento que la última actuación procesal en el expediente no era la providencia de 3 de mayo de 1999, sino que había otras posteriores, entre los que figuraban: la inhibición del Ministro Lezcano Claude; la providencia de 2 de agosto de 2001 a fin de que el Dr. Jerónimo Irala Burgos integrara la Sala Constitucional; la inhibición del Dr. Sapena Brugada; y la solicitud del señor Carlos A. Mojoli de 17 de septiembre de 2003 a fin de que se exhibiera el expediente.  
23. Señala que desde 1999 hasta el año 2004 el Secretario Héctor Fabián Escobar Díaz no cumplió con la providencia de 3 de mayo de 1999, motivo por el que no se agregaron al expediente los antecedentes de la Resolución No. 136.  Indica que alegó en el recurso presentado que, dado que el artículo 176 del Código Procesal Civil (en adelante “CPC”) establece que no se producirá la caducidad cuando los procesos estuvieren pendientes de alguna resolución y la demora en dictarla fuere imputable al Juez o Tribunal, no podía operar la caducidad.  Según el señor Mojoli, la demora del cumplimiento era imputable a la Sala Constitucional de la CSJ o a la Secretaría Judicial II por no cumplir con lo dispuesto en la providencia de 3 de mayo de 1999 y porque que a pesar de que la ley señala que este recurso debe resolverse en cinco días, al año 2006 no se le había notificado la resolución del mismo.  

24. El señor Mojoli indica que le fue imposible instar este expediente por no tener acceso al mismo ya que éste fue enviado a la “Oficina de Admisibilidad” creada por la CSJ en el año 2001 o 2002.  Alega que la “Oficina de Admisibilidad” no se creó con base en una ley o a una Acordada de la CSJ y no permitía el acceso de profesionales a la misma.  Indica que conforme a los artículos 131 y 132 del Código de Procedimiento Penal vigente en la época (en adelante “CPP”), el acceso a los expedientes se realizaba concurriendo a Secretaría y que, con anterioridad a esta resolución de la CSJ, en el mes de septiembre del año 2003 solicitó, mediante escrito ante la Secretaría Judicial II de la CSJ, la exhibición del expediente sin que se hiciera efectivo su pedido.    

25. Asimismo, señala que en su recurso contra la decisión de caducidad solicitó que se tuviera presente el absurdo de instar un expediente “recluido en la Oficina de Admisibilidad” al que no se tenía acceso y, por tanto, impedía el derecho a la defensa en juicio y, además, solicitó que se suspendieran los plazos procesales hasta cinco días después de que le fuera entregado el expediente.

26. La presunta víctima indica que las acciones de inconstitucionalidad en Paraguay se rigen por los artículos 550 a 564 del Código Procesal Civil y, que conforme al artículo 554 del CPC la CSJ tiene que emitir su fallo bajo la forma de Acuerdo y Sentencia Definitiva, en el plazo de 30 días
.  En este sentido, indica que de haberse cumplido con lo solicitado en la providencia de 3 de mayo de 1999, se debería de haber notificado la demanda al Fiscal General del Estado y haber dispuesto las pruebas necesarias para posteriormente, dictar Acuerdo y Sentencia. En consecuencia, la presunta víctima alega que la falta de resolución del recurso de inconstitucionalidad violó el derecho a gozar de protección judicial, consagrado en el artículo 25 de la Convención Americana.

3.
Sobre el proceso por prevaricato que se inició en contra el señor Mojoli conforme a lo ordenado por la Resolución No. 136

27. Conforme se indica en la Resolución No. 136, el Consejo de Superintendencia envió los antecedentes al Juez en lo Criminal de Turno para que investigara la posible comisión del delito de prevaricato. El señor Mojoli indica que el 30 de marzo de 1999 se instruyó sumario y el 6 de agosto de 1999, presentó declaración indagatoria.  
28. La presunta víctima alega que, a pesar de que el Agente Fiscal en lo Penal en la causa y el representante de la defensa solicitaron en mayo de 2000 el sobreseimiento provisional a favor del señor Mojoli, el Juzgado en lo Penal encargado de la causa lo rechazó. 
29. La presunta víctima indica que las resoluciones de un tribunal integrado en el que existe unanimidad de lo resuelto no pueden configurar prevaricato de uno de sus miembros y agrega que en el presente caso solamente se le procesó a él.  Además, indica que si bien el prevaricato es un crimen cometido por un juez al resolver contra derecho a favor de alguna de las partes, la resolución No. 17 de 17 de marzo de 1999, carecía de partes en litigio al ser una resolución de carácter administrativo que, con base en disposiciones constitucionales y en la ley, imponía una modificación estatutaria respecto del sistema de representación proporcional. 

4. 
Sobre el proceso por falsificación de instrumento público pendiente en contra del señor Mojoli
30. La presunta víctima alega que el 16 de mayo de 1997 el señor Julio Ramón Gavilán Giménez presentó una denuncia sobre la posible comisión de falsedad en el Certificado de Estudio No. 286/90, expedido por la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Asunción (en adelante “UNA”) en fecha 13 de junio de 1990.  Dicho certificado correspondía a la carrera de abogado de Carlos Alberto Mojoli Vargas y fue utilizado por el mismo al postularse como candidato a Miembro del TSJE. Según la presunta víctima, esta denuncia dio inicio al expediente judicial “Antecedentes sobre un supuesto hecho de falsificación de documento público” en el cual nunca se dispuso diligencia legal alguna para esclarecer el caso y únicamente fue utilizado como base para calumniarle y difamarle en la prensa a instancias de políticos que no querían que continuara con la organización de las elecciones de mayo de 1998. 
31. Señala que, a pesar de que el Juez resolvió el 9 de marzo de 2000 instruir sumario de averiguación de los hechos denunciados, no fue sino hasta el 25 de julio de 2002 que se le incluyó con carácter de procesado, a pesar que de que para esa fecha el proceso se encontraba ya fenecido.  Alega que, como consecuencia de la resolución del Juzgado de 25 de julio de 2002 (por la que se le procesa) y el cambio de carátula del expediente
 ordenado por la Jueza de Liquidación y Sentencia Nº 6 el 31 de marzo de 2002, se habría iniciado un nuevo proceso caratulado: “Carlos Alberto Mojoli S/ Falsedad de Particulares”, aunque “falsedad de particulares” no es un delito y con ello el Estado actuó en contravención del artículo 9 de la Convención Americana.  
32. En este sentido, sostiene que la Jueza de Liquidación y Sentencia era incompetente para solicitar la ampliación del sumario por cuanto el nuevo CPP establece que únicamente los jueces de garantía son competentes para procesar a personas
.  Agrega que conforme a la Ley 1444/99 (artículo 15) y a las Acordadas Números 154 del 21 de febrero de 2000 (artículo 24) y 155 de la misma fecha (artículo 1º), los jueces de liquidación y sentencia solo podían terminar expedientes iniciados bajo la vigencia del CPP de 1890 y no iniciar causas nuevas.

33.  La presunta víctima alega que este proceso es una consecuencia de la persecución judicial dispuesta por la CSJ y que durante la instrucción sumarial, que duró 5 años, no se solicitó copia auténtica del Registro de la Facultad de Derecho de la UNA para verificar si existía diferencia entre el original y la copia existente en el expediente.  Adicionalmente, no se impugnó la validez del certificado de estudio o instrumento público conforme al artículo 383 del Código Civil, tampoco se dispuso que el denunciante se ratificara en la denuncia en forma responsable y ante el Juzgado para subsanar las deficiencias de su denuncia y no se habían procesado ni indagado a los firmantes de un supuesto instrumento público falsificado.  La presunta víctima informó a la CIDH en comunicación de 4 de febrero de 2009, que a la fecha no había sido notificado de sentencia alguna y, que no había podido ubicar el expediente de la causa.
34. La presunta víctima alega que como consecuencia de la persecución que sufrió, terminó su carrera judicial iniciada en 1990.  Además, indica que durante los años 1999 y 2000, le fue imposible que nadie requiriese sus servicios como abogado al estar procesado, difamado, perseguido y, en la lista negra de la Corte Suprema de Justicia que difundió el rumor e instrucciones a jueces y tribunales para que ningún tipo de labor del señor Mojoli en juzgados y tribunales tuviera éxito. 
35. Con base en lo anterior, la presunta víctima sostiene que se violó su derecho a la protección de la honra y dignidad, reconocido en el artículo 11 de la Convención Americana.  Además, la presunta víctima señala que tanto su esposa como su madre, y sus hijos, especialmente Carlos Daniel (quien fue procesado por el homicidio doloso del señor Argaña), sufrieron como consecuencia de los anteriores hechos.  

B. Posición del Estado

1.
Sobre la Resolución No. 136 del Consejo de Superintendencia de la Corte Suprema de Justicia de 22 de marzo de 1999

36. El Estado alega que para comprender y ubicar en su justa dimensión el presente caso es necesario remitirse a los antecedentes que desembocaron en la más importante crisis política que vivió el Paraguay en los últimos tiempos. Como antecedente, el Estado destaca que el señor Lino César Oviedo Silva había sido electo en comicios internos de la Asociación Nacional Republicana (en adelante “A.N.R.”), como el candidato de dicho partido político a la Presidencia de la República para las elecciones nacionales del año 1998.  No obstante, el señor Oviedo fue condenado por un Tribunal Militar Extraordinario el 9 de marzo de 1998 

a la pena de diez años de prisión por haberlo hallado culpable de los delitos contra el orden y seguridad de las Fuerzas Armadas de la Nación e insubordinación, más la responsabilidad civil emergente del delito, disponiéndose además la baja absoluta del mismo
. 
37. Esta condena fue ratificada por la Corte Suprema de Justicia, por lo que Lino César Oviedo Silva vio truncada su carrera hacia la Presidencia al ser excluido del Registro Cívico Permanente, a tenor de las disposiciones legales pertinentes
.  En consecuencia, el 18 de abril de 1998, el Tribunal Supremo de Justicia Electoral procedió a borrar de los registros electorales al señor Oviedo, dejando de ser el candidato a la Presidencia por parte del A.N.R para las elecciones presidenciales de 1998.  A partir de la resolución del TSJE No. 54 de 18 de abril de 1998, los candidatos de la A.N.R para la Presidencia y la Vicepresidencia fueron Raúl Cubas  Grau y Luis María Argaña.  Finalmente y, tras las elecciones, el Ingeniero Raúl Cubas asumió la Presidencia de la República el 15 de agosto de 1998.  

38. El Estado indica que una vez que el señor Raúl Cubas asumió el cargo de Presidente de la República, el señor Mojoli comenzó a asumir posturas claramente favorables al señor Oviedo.  El Estado aduce una serie de hechos cronológicos para justificar la afirmación anterior, como la emisión de la Resolución del TSJE No. 98 del 27 de agosto de 1998 en la que se declara que el señor Lino Cesar Oviedo Silva se encontraba en pleno ejercicio de sus derechos de sufragio pasivo y activo, con base en el indulto presidencial otorgado a través del Decreto No. 117 de 18 de agosto de 1998.  Igualmente, con posterioridad a la resolución de la CSJ de 2 de diciembre de 1998
 de hacer lugar a la acción de inconstitucionalidad promovida por el Congreso Nacional en contra el Decreto No. 117 de 18 de agosto de 1998, el TSJE hizo lugar, el 11 de febrero de 1999, al pedido de avocamiento y/o interposición del recurso de apelación presentado por los señores Lino César Oviedo y José Manuel Bóveda Melgarejo ante este Tribunal, quedando los señores Oviedo y Melgarejo habilitados en el Registro Cívico Permanente
.
39. El Estado indica que a la luz de las sucesivas acciones de desconocimiento por parte del señor Mojoli de las resoluciones y disposiciones de la Corte Suprema de Justicia; así como de las “provocativas, desafiantes y sediciosas” declaraciones del mismo a los medios de prensa con respecto a la autoridad de la CSJ y la validez de sus resoluciones, este órgano dictó la Resolución No. 136 de 22 de marzo de 1999, por la que entre otras cosas resuelve sancionar a los señores Expedito Rojas y Carlos A. Mojoli.  El Estado alega que las acciones de la presunta víctima no sólo merecían la sanción establecida debido a la gravedad de los hechos sino que era menester detener las acciones del mismo, el cual estaba distorsionando el funcionamiento institucional y creando un caos jurídico al desconocer decisiones de la Corte Suprema de Justicia. 

40. El Estado indica que de acuerdo a la normativa legal en Paraguay, la CSJ, a través del Consejo de Superintendencia, tiene potestad de “ejercer la superintendencia sobre todos los organismos del Poder Judicial”, de acuerdo con lo preceptuado en el artículo 259.1 de la Constitución de la República
.  A su vez, el Estado indica que la Ley No. 609/95 (que organiza la CSJ) dispone que la CSJ, por intermedio del Consejo de Superintendencia, ejerce el poder disciplinario y de supervisión sobre los tribunales, juzgados, auxiliares de la justicia, funcionarios y empleados del Poder Judicial
.  Respecto de las alegaciones de la presunta víctima de que únicamente se le podía haber sancionado a través del juicio político por su condición de miembro del TSJE, el Estado concuerda con la presunta víctima de que ese era el procedimiento a seguir en el caso de destitución de la presunta víctima como magistrado.  No obstante lo anterior, el Estado indica que el Consejo de Superintendencia no destituyó al magistrado, sino que lo sancionó y remitió los antecedentes al juez de lo criminal dada la gravedad de los hechos, motivo por el que la situación de la presunta víctima siguió la suerte de un juicio penal y no de un sumario administrativo.  En consecuencia, el Estado alega que no se violó el artículo 8 .1 en perjuicio de la presunta víctima.
41. En relación con la alegación de la presunta víctima de que con anterioridad a la Resolución No. 136 se debería de haber realizado un sumario previo, el Estado indica que si bien el sumario previo es obligatorio para otro tipo de procesos, no existe obligación legal de sumario en el ejercicio de facultades disciplinarias y de supervisión sobre tribunales y juzgados.  Adicionalmente, el Estado sostiene que la Resolución No. 17 de 17 de marzo de 1999 contenía en sí todos los elementos de juicio necesarios para adoptar la medida. 
42. El Estado señala que el pedido de adopción de las medidas disciplinarias fue realizado por el representante convencional de la A.N.R, cuya nucleación fue afectada por las disposiciones de la Resolución No. 17 de 17 de marzo de 1999 dictada por Carlos A. Mojoli, Expedito Rojas y Samuel Martínez Hustin.  Para el Estado, estos Magistrados ni siquiera le dieron la oportunidad al Presidente del TSJE, Dr. Ramírez Zambonini, de exponer su voto en disidencia, como correspondía, sino que lo sustituyeron en contravención de las normas legales que rigen esta materia.  
43. El Estado alega que el artículo 8 de la Ley No. 635/95 “Que reglamenta la Justicia Electoral” señala que en caso de ausencia, impedimento, recusación o inhibición de cualquiera de sus miembros
, serán sustituidos
 por los miembros de los Tribunales Electorales y sucesivamente por los jueces de primera instancia del mismo fuero, de acuerdo con el procedimiento establecido en el Código Procesal Civil.  En ese sentido, alega que el Dr. Ramírez Zambonini no se encontraba ausente ni impedido, ni recusado, ni incurso en alguna causal de inhibición prevista en el CPC para que fuera sustituido por sus pares.  El Estado señala que como resultado de lo anterior, y con base en la integración irregular del TSJE para el dictado de la Resolución No. 17 de 17 de marzo de 1999 y la Resolución No. 18 de 18 de marzo de 1999, surge la extralimitación del señor Mojoli en el ejercicio de sus funciones.  El Estado destaca que el señor Mojoli era miembro del TSJE, dependiente del Poder Judicial y por tanto, niega las afirmaciones de la presunta víctima de que las aplicaciones de medidas disciplinarias fueran venganza política.
44. Respecto de los alegatos de la presunta víctima que indican que al adoptar la Resolución No. 136 se violó su derecho a la defensa, el Estado indica que en el caso del señor Mojoli jamás se le negó este derecho, sino que fue él mismo el que no lo utilizó por causa de su propia negligencia y, en consecuencia se dictó la Resolución impugnada por la presunta víctima.  Por otra parte, sostiene que la presunta víctima intenta establecer un nexo causal que no existe entre la sanción recibida en virtud de la Resolución No. 136 y su posterior renuncia, pues el propio señor Mojoli renunció luego de que representantes del Partido Liberal Auténtico presentaran un pedido de juicio político contra el mismo y que dos comisiones de la Cámara de Diputados dictaminaran favorablemente acerca de la pertinencia de dicho juicio
.

45. El Estado en sus alegatos sobre el fondo ratificó la validez de la Resolución No. 136 y expresó que efectivamente existen dos resoluciones con igual número y diferente fecha.  En ese sentido señala que la duplicidad en número se debe a que el Consejo de Superintendencia lleva actualmente la numeración de dos carpetas: una carpeta con resoluciones de tinte administrativo (compras del poder judicial, becas, viáticos…etc.) y otra carpeta que contiene las resoluciones de carácter jurisdiccional (apercibimientos, sanciones…etc.). El Estado indica que cuando se dictó la resolución que afecta al señor Mojoli solo existía en el Consejo de Superintendencia una carpeta con numeración corrida.  El Estado alega que a partir del mes de mayo de 1999, se clasifican las resoluciones de la manera descrita anteriormente. El Estado indica que la resolución que afecta al señor Mojoli no es la única repetida, ya que el mismo proceso de calificación sucedió con otras resoluciones creándose una situación que no afecta a la validez de derecho de las resoluciones del Consejo de Superintendencia.  El Estado alega que lo importante en este caso es que quienes la dictaron estaban facultados para hacerlo y se reafirmaron en la existencia y contenido de la misma, siendo por ello inobjetable su existencia, vigencia y validez. 

2.
Sobre el proceso relacionado con la acción de inconstitucionalidad intentada por el señor Mojoli en contra de la Resolución No. 136

46. En relación con la acción de inconstitucionalidad presentada por la presunta víctima en contra de la Resolución No. 136, el Estado señala que si bien se tramitó de forma muy lenta,  esto no ha producido ningún agravio al señor Mojoli toda vez que éste abandonó su cargo como miembro del TSJE.  El Estado alega que en el ámbito del proceso civil, el impulso procesal corresponde a las partes, por lo que si la propia Corte no hiciera cumplir de oficio lo ordenado en su providencia, entonces incumbe al interesado impulsar el procedimiento con “urgimientos” eficaces y oportunos de conformidad a las disposiciones del artículo 412 del Código Procesal Civil
.  En este sentido, el Estado indica que el urgimiento especial implica que en la presentación se debe señalar cuál es el obstáculo que debe removerse (que en el presente caso sería, por ejemplo, que se confeccione y remita el oficio pertinente al Consejo de Superintendencia de la Corte para que se remitan los antecedentes solicitados) mas no consta en autos que el señor Mojoli hubiera realizado algún tipo de urgimiento.  

47. Además, el Estado indica que el acceso a expedientes de la Corte Suprema se encuentra informatizado por lo que no se realiza únicamente teniendo los autos a la vista, sino que el funcionario encargado del sistema informa al litigante que recurre a la Secretaría sobre la última providencia dictada, el lugar donde se halla actualmente el expediente y, el motivo por el cual se halla en tal lugar.  El Estado indica que la presentación de un escrito de urgimiento es independiente a la posibilidad de acceder al expediente judicial. El Estado alega que el señor Mojoli demostró negligencia en su deber de impulsar el procedimiento al limitarse a pedir la exhibición de los autos, en vez de formular urgimientos, tal y como indica la ley, lo cual provocó la caducidad de la instancia.  

3.
Sobre el proceso por prevaricato que se inició en contra del señor Mojoli conforme a lo ordenado por la Resolución No. 136

48. El Estado indica que la causa penal culminó con el dictado de la sentencia definitiva No. 8 del 25 de marzo de 2003, por parte del Juzgado Penal de Liquidación y Sentencia Número Siete, en la cual se absolvió al señor Mojoli
.  El Estado señala que esta Sentencia se encuentra firme y ejecutoriada.  El Estado sostiene que el proceso penal se basó en unos antecedentes puestos a conocimiento de la justicia ordinaria y, sus órganos competentes actuaron como establece el Código de Procedimientos Penales de 1890.  Sostiene que la investigación se sostuvo en elementos de convicción de razonable sospecha en relación con los hechos juzgados en dicho proceso.  No obstante, la postura adoptada por el Juzgado para absolver al señor Mojoli se basó en la ausencia de pretensión punitiva del Ministerio Público, lo cual -según el Estado- ratifica que se le respetaron los derechos procesales a la presunta víctima.

4.
Sobre el proceso por falsificación de instrumento público pendiente en contra del señor Mojoli

49. En relación con el proceso por falsificación de instrumento público seguido en contra de la presunta víctima,  el Estado indica que el señor Mojoli sustenta la pretendida violación del principio de legalidad en que la Jueza Penal de Liquidación y Sentencia Sandra Farías de Fernández incurrió en dos violaciones de las normas del sistema penal paraguayo:  1) la imputación de un supuesto hecho punible que no estaba contemplado ni en el Código Penal que rigiera hasta el 26 de noviembre de 1997, ni en el que lo reemplazara (Ley No. 1160/97), y; 2) la reapertura de un proceso fenecido de pleno derecho, pese a que transcurrieran más de seis meses sin que el Ministerio Público hubiera impulsado el proceso penal, tal y como prescribe la Ley No. 1444/99
.  

50. El Estado alega que la conducta descrita como supuesto hecho punible de falsedad o falsificación en instrumento público imputado al señor Mojoli, se encuentra previsto tanto en el Código Penal de 1914 (artículo 232
) como en la Ley No. 1160/97, que sanciona el nuevo Código Penal de la República de Paraguay (artículos 250, 251 y 252) y que entró en vigor en 1998. El Estado señala que este proceso es anterior a sus otros procesos penales, es decir, cuando la presunta víctima no tenía ningún tipo de malquerencias con los sectores que impulsaron los diversos juicios en los que estuvo y está involucrado.  El agente fiscal encargado de la investigación formuló el Dictamen 993 de 19 de agosto de 1999, solicitando el procesamiento del señor Carlos A. Mojoli, planteando la instrucción del sumario y la convocatoria del imputado para prestar declaración indagatoria.  
51. El Estado indica que el Juzgado dictó el auto interlocutorio No. 5 de 9 de marzo de 2000, resolviendo instruir el sumario en averiguación del supuesto delito de acción pública para la individualización y castigo de su autor o autores, cómplices y encubridores y convocó al señor Carlos A. Mojoli a prestar declaración informativa (no procedió a procesarlo).  Señala que posteriormente se realizaron varias diligencias propias de la investigación sumarial que dieron como resultado que el agente fiscal en lo criminal solicitara el procesamiento del señor Carlos Alberto Mojoli Vargas en el dictamen No. 60 del 13 de noviembre de 2000, lo cual fue resuelto finalmente por el Juez en resolución de 25 de julio de 2002 al dictar el procesamiento de la presunta víctima.
52. En relación con las alegaciones sobre el cambio de carátula en la  causa “Antecedentes sobre un supuesto hecho de falsificación de instrumento público” en el año 2002 a “Carlos Alberto Mojoli s/ Falsedad de Particulares”, el Estado alega que conforme al Código Penal de 1914, los tipos penales descritos carecen de nomenclatura, aspecto que varía en la Ley No. 1.160/97 en donde sí se consignan nomenclaturas específicas de cada tipo penal.  En cuanto a la conducta que se imputa al señor Mojoli, falsedad de particulares, el Estado señala que la carátula del expediente no es más que un acto administrativo, ya que como dispone el artículo 17.2 de la Constitución de la República, el imputado tiene derecho al conocimiento previo y detallado de la imputación, es decir, de los hechos que están siendo investigados y de que se le sindica como autor, cómplice o encubridor. 
53. El Estado alega que la causa penal seguida contra el señor Carlos A. Mojoli no contempla problemas sustanciales respecto a su regularidad que puedan producir la violación de algún derecho o garantía procesal consagrada en la Constitución de la República, en el Derecho Internacional vigente y en el Código de Procedimientos Penales de 1890. 

54. El Estado sostiene, con relación a la cuestión de la procedencia o improcedencia de la prescripción de la acción penal alegada por la presunta víctima, que esta cuestión la debe resolver el juez al resolver definitivamente el proceso, ya que la forma de computar el plazo para que pueda operar dicha circunstancia en el caso no es uniforme.  El Estado indica que desde que el fiscal emitió el dictamen que presentó al juzgado el 26 de diciembre de 2001 hasta la decisión que cuestiona la presunta víctima (auto interlocutorio número 616 de 25 de julio de 2002), la fiscalía solicitó la realización de numerosas diligencias.  
55. El Estado alega igualmente que con base en dos Acordadas de la Corte Suprema de Justicia
, durante el mes de enero no se computan los plazos legales y procesales, ya que es un lapso durante el cual se produce un cese de actividades ordinarias de todos los Juzgados y Tribunales de la República, por lo que sólo atienden los casos de urgencia en el ámbito penal. De esta manera, a los efectos de computar el tiempo requerido para que opere el “archivamiento” y extinción de la acción penal pública en los procesos penales con imputados no individualizados, no se considera el mes de enero.  
56. El Estado señala que en el presente caso, la última diligencia es el dictamen fiscal de 26 de diciembre de 2001, el cual es admitido por el juez en la providencia de 4 de febrero de 2002.  En este sentido, el Estado clarifica que conforme al artículo 144 del Código de Procedimientos Penales de 1890 (aplicado por remisión de los artículos 1 y 2 de la Ley No. 1.444/99), las diligencias se pueden producir únicamente cuando así lo ordene el juez que conoce la causa.  El Estado alega que el auto interlocutorio Nº 616 de 25 de julio de 2002 se dictó antes de que pudiera operar la circunstancia contemplada en el artículo 7 y su concordante del artículo 8 de la Ley No. 1.444/99.  Este resultado se obtiene contando el tiempo transcurrido desde el dictamen de la Fiscalía de 26 de diciembre de 2001 hasta el 4 de febrero de 2002 y, da un tiempo de cinco meses y veintidós días.  El Estado informó posteriormente que esta causa se encontraba en estado plenario conforme a la A.I. No. 37 de 12 de marzo de 2004
.
57. El Estado alega que cuando la CIDH decidió admitir la petición todavía quedaban pendientes acciones penales en sede interna.  En este sentido, el Estado alegó que el Ministerio Público no ha ingresado ninguna denuncia por los hechos que la presunta víctima alega que ocurrieron y que presuntamente violaron sus derechos, en los cuales, él mismo podía  individualizar a los supuestos responsables en virtud del carácter personalísimo del derecho penal, con base en el artículo 106 de la Constitución que indica: “La responsabilidad directa del funcionario público y la responsabilidad subsidiaria del Estado”.  El Estado señala que en caso de que la Comisión decida en su oportunidad elevar el caso ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos estaría subrogando atribuciones del derecho interno de un Estado, bajo apariencia de violación de los artículos 8, 9. 11 y 25 de la Convención Americana. 

IV.
FONDO

A. Consideraciones de hecho

1.
Contexto
58. De la información aportada por las partes, así como de la información general con que cuenta la CIDH, se desprende que el General Lino Oviedo Silva había sido electo en comicios internos de la Asociación Nacional Republicana (A.N.R) en 1997, como candidato de dicho partido político para las elecciones presidenciales que se celebrarían en el año 1998. No obstante, el General Oviedo fue condenado por un Tribunal Militar Extraordinario el 9 de marzo de 1998, a la pena de diez años de prisión por encontrarlo culpable de los delitos de rebelión e insubordinación
.  Dado que esta condena fue ratificada por la Corte Suprema de Justicia el 17 de abril de 1998
, el Tribunal Supremo de Justicia Electoral procedió a borrar sus registros electorales mediante la Resolución No. 54 de 18 de abril de 1998. 
59. El 18 de agosto de 1998, el recién nombrado Presidente de la República de Paraguay, Raúl Cubas, dictó el Decreto No. 117 conmutando la pena al General Lino César Oviedo  Silva
.  Adicionalmente, el anterior Decreto señalaba que "desaparecía" la pena accesoria de baja absoluta y la suspensión de la ciudadanía de los condenados
.  En consecuencia, el 27 de agosto de 1998 el TSJE dictó la Resolución No. 98 declarando que el General Lino César Oviedo se encontraba en pleno ejercicio de sus derechos de sufragio pasivo y activo.  
60. Dentro de este marco, el Congreso Nacional, con una clara mayoría opositora al Presidente, adoptó una declaración de repudio del decreto mencionado "por violar expresas normas constitucionales y legales, atentar contra el Estado de Derecho, atropellar la independencia del Poder Judicial, constituir un abuso de poder y consagrar la impunidad como norma”
. Asimismo, el Congreso planteó una acción de inconstitucionalidad ante la CSJ en contra del Decreto No. 117
, que fue resuelta el 2 de diciembre de 1998 y que declaró la inconstitucionalidad del mencionado Decreto.  El 5 de febrero de 1999, el nuevo Presidente de la CSJ, doctor Wildo Rienzi, envió un oficio a la Dirección del Registro Electoral a efectos de que se diera cumplimiento a la Sentencia para que se eliminara del padrón electoral a los dos militares condenados, entre ellos el señor Oviedo
.

61. El 8 de febrero de 1999, el señor Lino César Oviedo presentó ante el TSJE el pedido de avocamiento y/o interposición del recurso de apelación en contra del cumplimiento de la anterior sentencia.  El 11 de febrero de 1999 el TSJE emitió el Acuerdo y Sentencia Nº 1/99 de 11 de febrero de 1999, que fue firmado por el Magistrado Alberto Ramírez Zambonini en disidencia y, por los Magistrados Expedito Rojas y Carlos A. Mojoli a favor, y con el cual quedó habilitado el General Lino César Oviedo en el Registro Cívico Permanente.  El señor Carlos A. Mojoli, uno de los integrantes del TSJE que votó por el incumplimiento de la orden de la CSJ, mantuvo públicamente que el Presidente del TSJE, Dr. Zambonini, carecía de legitimidad para firmar esa orden, por no haber sido elegido en presencia de la totalidad de los miembros de la Corte (en esa fecha todavía no había sido designado el reemplazante del Dr. Oscar Paciello, Ministro de la Corte que falleció en diciembre de 1998)
.

62. El 12 de febrero de 1999, los ocho miembros de la Corte Suprema de Justicia emitieron una declaración en la que reprendieron al Dr. Carlos A. Mojoli por "desconocer la autoridad de la máxima instancia judicial", y anunciaron que estudiarían otras medidas respecto a dicho magistrado y al Dr. Expedito Rojas, el otro magistrado electoral que votó en dicho sentido, por el incumplimiento de sus obligaciones legales
.

63. El 15 de febrero de 1999 un integrante de la Cámara de Diputados oficializó la solicitud de juicio político a los integrantes del Tribunal Superior de Justicia Electoral Carlos Alberto Mojoli y Expedito Rojas por haber incurrido en "desacato, prevaricato, frustración de la persecución y ejecución penal, violación del principio de legalidad e incumplimiento de obligación legal"
.


2.
Relación de hechos

64. De las copias de los procesos judiciales que obran en el expediente, de la información aportada por las partes y de la normativa paraguaya, la Comisión establece los siguientes hechos en relación con la normativa aplicable al Tribunal Superior de Justicia Electoral:  
a) El señor Carlos A. Mojoli Vargas, era miembro del Tribunal Superior de Justicia Electoral
 en 1999, junto con los magistrados Expedito Rojas y Alberto Ramírez Zambonini, quien fungía como presidente de este Tribunal.  
b) La Constitución Nacional de la República del Paraguay de 1992
 (en adelante “la Constitución”) “establece a la Justicia Electoral como parte del Poder Judicial”
 y regula la Justicia Electoral de la siguiente manera:

SECCIÓN V

DE LA JUSTICIA ELECTORAL
DE LA COMPETENCIA
Artículo 273 - La convocatoria, el juzgamiento, la organización, la dirección, la supervisión y la vigilancia de los actos y de las cuestiones derivados de las elecciones generales, departamentales y municipales, así como de los derechos y de los títulos de quienes resulten elegidos, corresponden exclusivamente a la Justicia Electoral.

Sin igualmente de su competencia las cuestiones provenientes de todo tipo de consulta popular, como asimismo lo relativo a las elecciones y al funcionamiento de los partidos y de los movimientos políticos. 

DE LA INTEGRACIÓN
Artículo 274 - La Justicia Electoral está integrada por un Tribunal Superior de Justicia Electoral, por los tribunales, por los juzgados, por las fiscalías y por los demás organismos a definirse en la ley, la cual determinará su organización y sus funciones. 

DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA ELECTORAL
Artículo 275 - El Tribunal Superior de Justicia Electoral estará compuesto de tres miembros, quienes serán elegidos y removidos en la forma establecida para los ministros de la Corte Suprema de Justicia.

Los miembros del Tribunal Superior de Justicia Electoral deberán reunir los siguientes requisitos: ser de nacionalidad paraguaya, haber cumplido treinta y cinco años, poseer título universitario de abogado, y, durante el término de diez años, cuanto menos, haber ejercido efectivamente la profesión, o desempeñado funciones en la magistratura judicial, o ejercido la cátedra universitaria en materia jurídica, conjunta, separada o alternativamente.

La ley fijará en qué casos sus resoluciones serán recurribles ante la Corte Suprema de Justicia, la cual lo resolverá en procedimiento sumarísimo. 

c) El artículo 261 de la Constitución establece lo pertinente a la remoción y cesación de los Ministros de la Corte Suprema de Justicia, disposición a la que hace referencia el artículo 275 de la misma, y establece que “[l]os ministros de la Corte Suprema de Justicia sólo podrán ser removidos por juicio político.  Cesarán en el cargo cumplida la edad de setenta y cinco años”. 
d) Asimismo, el artículo 225 de la Constitución refiere al juicio político y establece:
El Presidente de la República, el Vicepresidente, los ministros del Poder Ejecutivo, los ministros de la Corte Suprema de Justicia, el Fiscal General del Estado, el Defensor del Pueblo, el Contralor General de la República, el Subcontralor y los integrantes del Tribunal Superior de Justicia Electoral, sólo podrán ser sometidos a juicio político por mal desempeño de sus funciones, por delitos cometidos en el ejercicio de sus cargos o por delitos comunes. 

La acusación será formulada por la Cámara de Diputados, por mayoría de dos tercios. Corresponderá a la Cámara de Senadores, por mayoría absoluta de dos tercios, juzgar en juicio público a los acusados por la Cámara de Diputados y, en caso, declararlos culpables, al sólo efecto de separarlos de sus cargos, En los casos de supuesta comisión de delitos, se pasarán los antecedentes a la justicia ordinaria. 

e) La Ley No. 635/95
 que fue sancionada el 20 de julio de 1995 (en adelante “Ley 635”) reglamenta la Justicia Electoral y establece lo siguiente: 

CAPITULO II 

DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA ELECTORAL 

Artículo 4°.- Composición. 

1. El Tribunal Superior de Justicia Electoral se compondrá de tres miembros, elegidos de conformidad a lo establecido por la Constitución, quienes prestarán juramento o promesa ante la Cámara de Senadores. 

2. El Tribunal Superior de Justicia Electoral designará anualmente de entre sus miembros un Presidente y un Vicepresidente.

3. El Presidente ejercerá la representación legal de la Justicia Electoral y la supervisión administrativa de la misma.  

Artículo 5°.- Naturaleza. Sede.

1.  El Tribunal Superior de Justicia Electoral es la autoridad suprema en materia electoral y contra sus resoluciones sólo cabe la acción de inconstitucionalidad. Tendrá su sede en la Capital de la República y ejercerá su competencia en todo el territorio nacional. 
[…]

Artículo 6°.- Deberes y atribuciones. Son deberes y atribuciones del Tribunal Superior de Justicia Electoral: 

a) Cumplir y hacer cumplir la Constitución y la leyes; 

b) Resolver los recursos de reposición, aclaratoria o ampliatoria interpuestos contra sus decisiones; 

c) Entender en los recursos de apelación, nulidad y queja por apelación denegada o retardo de justicia, interpuestos contra las decisiones de los Tribunales Electorales en los casos contemplados en la Ley; 

d) Resolver los recursos interpuestos contra las decisiones dictadas por la Dirección del Registro Electoral, pudiendo avocarse de oficio al conocimiento de las mismas;

e) Entender en las recusaciones e inhibiciones de los miembros del mismo Tribunal y de los Tribunales Electorales;
f) Juzgar, de conformidad con los artículos 3° inciso e) y 38 de esta Ley, las cuestiones y litigios internos de carácter nacional de los partidos, movimientos políticos y alianzas electorales; 
g) Ejercer la superintendencia con potestad disciplinaria sobre toda la organización electoral de la República; 
h) Convocar, dirigir y fiscalizar las elecciones y consultas populares, y los casos de vacancias establecidos en la Constitución y la Ley;
i) Establecer el número de bancas que corresponda a la Cámara de Diputados y Juntas Departamentales en cada uno de los Departamentos y en la Capital de la República, de conformidad con el Artículo 221 de la Constitución; 
j) Efectuar el cómputo y juzgamiento definitivo de las elecciones y consultas populares, así como la proclamación de quienes resulten electos, salvo en los comicios municipales;
k) Declarar, en última instancia y por vía de apelación, la nulidad de las elecciones a nivel departamental o distrital, así como de las consultas populares; 
l) Declarar, a petición de parte y en instancia única, la nulidad de las elecciones y consultas populares a nivel nacional; 
m) Resolver en única instancia sobre la suspensión de los comicios de carácter nacional, departamental o municipal, por un plazo no mayor de sesenta días;
n) Distribuir a los partidos, movimientos políticos y alianzas electorales los espacios gratuitos de propaganda electoral previstos en el Código Electoral; 
ñ) 
Aprobar los sistemas y programas para el procesamiento electrónico de datos e informaciones electorales;
o)  
Ejercer el control y fiscalización patrimonial de los partidos, movimientos políticos y alianzas electorales, mediante el examen de la documentación, libros y estados contables; 
p)  
Distribuir a los partidos, movimientos políticos y alianzas electorales los aportes y subsidios estatales; 
q) 
Elaborar su propio anteproyecto de presupuesto conforme a la Ley Orgánica del Presupuesto General de la Nación; 
r)   
Administrar los fondos asignados a la Justicia Electoral en el Presupuesto General de la Nación; 
s)  
Autorizar la distribución de todo el material que se emplee en las diversas funciones que impone el cumplimiento del Código Electoral; 
t)
Autorizar la confección de los registros, lista de serie de cada Sección Electoral y boletas de sufragio, dentro de los plazos y con arreglo a los requisitos establecidos por la Constitución y la Ley; 
u)  
Adoptar las providencias requeridas para el cumplimiento de las finalidades que le asignan esta Ley y el Código Electoral; 
v)  
Elaborar los reglamentos que regulen su funcionamiento y los demás que sean necesarios para el cumplimiento de la Ley Electoral; 
w)  
Nombrar y remover por si al Director y al Vicedirector del Registro Electoral. Designar a los demás funcionarios judiciales y administrativos dependientes de la Justicia Electoral y removerlos de conformidad con el Estatuto del Funcionario Público; 
x) 
Suministrar a la brevedad posible a los partidos, movimientos políticos y alianzas electorales y movimientos internos las informaciones y copias de los padrones e instrumentos públicos que le fueren solicitados; 
y)  
Comunicar a la Corte Suprema de Justicia las vacancias producidas en el fuero electoral; y, 
z)   
Los demás establecidos en la presente Ley.  

Artículo 7°.- Inmunidades. Separación. Los miembros del Tribunal Superior de Justicia Electoral poseen las mismas inmunidades e incompatibilidades establecidas para los magistrados judiciales, y su remoción se hará por las causales y el procedimiento establecido en el artículo 225 de la Constitución Nacional.  

Artículo 8°.- Sustitución. En caso de ausencia, impedimento, recusación o inhibición de cualquiera de sus miembros, serán sustituidos por los miembros de los Tribunales Electorales y sucesivamente por los jueces de primera instancia del mismo fuero, de acuerdo con el procedimiento del Código Procesal Civil. 
La vacancia definitiva será llenada con un nuevo nombramiento. 

f) Conforme al artículo 7 de la Ley 635 la remoción de los Miembros del TSJE sólo se puede realizar por las causales y el procedimiento establecido en el artículo 225 de la Constitución Nacional el cual establece que

[…] Ningún magistrado judicial podrá ser acusado o interrogado judicialmente por las opiniones emitidas en el ejercicio de sus funciones. No podrá ser detenido o arrestado sino en caso de flagrante delito que merezca pena corporal. Si así ocurriese la autoridad interviniente debe ponerlo bajo custodia en su residencia, comunicar de inmediato el hecho a la Corte Suprema de Justicia, y remitir los antecedentes al juez competente.
g) El artículo 259.1 de la Constitución Política de Paraguay establece que “[s]on deberes y atribuciones y atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 1) ejercer la superintendencia de todos los organismos de Poder Judicial […]”.

h) El artículo 27 del Código de Organización Judicial
 establece que la CSJ “además de la facultad de juzgar, ejercerá la superintendencia, con poder disciplinario sobre los Tribunales, Juzgados, Auxiliares de la Justicia y las oficinas dependientes del Poder Judicial […]”.  Asimismo, los artículos 232 y 233 del mismo estipulan lo siguiente:
Art.232.- La Corte Suprema de Justicia ejerce superintendencia y potestad disciplinaria sobre todos

los Tribunales, Juzgados y demás oficinas del Poder Judicial.

La Superintendencia comprende las siguientes atribuciones:

[…]

b) dictar disposiciones para la ordenada tramitación de los juicios y el pronunciamiento de los

fallos en los términos de ley;

c) cumplir y hacer cumplir dichos reglamentos y disposiciones; establecer y aplicar medidas

disciplinarias en los casos de infracción;

[…]

Art.233.- La Corte Suprema de Justicia sancionará los actos ofensivos al decoro de la Administración de Justicia, la desobediencia de sus mandatos y la negligencia en el cumplimiento de sus deberes de los Miembros de los Tribunales, Jueces, Defensores y empleados subalternos, imponiéndoles medidas disciplinarias, que podrán consistir en amonestaciones o apercibimiento, en multas hasta treinta jornales mínimo legal para actividades diversas no especificadas en la Capital de la República y suspensión temporaria que no exceda de un mes.
i) La Ley No. 609 “Que organiza la Corte Suprema de Justicia”
 estipula lo siguiente:
Artículo 4: Potestad disciplinaria y de supervisión.  La Corte Suprema de Justicia, por intermedio del Consejo de Superintendencia, ejerce el poder disciplinario y de supervisión sobre los tribunales, juzgados, auxiliares de la justicia, funcionarios y empleados del Poder Judicial […]

[…]
Artículo 23: El Consejo de Superintendencia tiene a su cargo: (a) Ejercer las facultades disciplinarias y de supervisión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4º de la presente ley.

65. De las copias de los procesos judiciales que obran en el expediente, de la información aportada por las partes y de la normativa paraguaya, la Comisión establece los siguientes hechos en relación con la sanción disciplinaria impuesta al señor Mojoli:

a) El 15 de marzo de 1999, el Miembro del TSJE Carlos Alberto Mojoli, presentó al Presidente del TSJE, Alberto Ramírez Zambonini, una solicitud para que dispusiera la formación de un expediente caratulado “Miembro del TSJE promueve reforma estatutaria de la Asociación Nacional Republicana Partido Colorado a fin de que se emplace a la Junta de Gobierno del Partido Colorado para que disponga la convocatoria a asamblea general extraordinaria para adecuar su estatuto a las disposiciones de la Constitución Nacional y Código Electoral […]”
.

b) El 16 de marzo de 1999, el Presidente del TSJE, Alberto Ramírez Zambonini, emitió la Resolución / Presidencia No. 124/99 mediante la cual dispuso la asistencia electoral solicitara por los Partidos Liberal Radical Auténtico y Partido Encuentro Nacional en los meses de enero y febrero de 1999, respectivamente, para la realización de sus internas partidarias el 21 de marzo de 1999
.

c) El 17 de marzo de 1999, el Presidente del TSJE, Alberto Ramírez Zambonini, rechazó el pedido formulado por el Magistrado Carlos Alberto Mojoli el 15 de marzo de 1999, al considerar que el Magistrado solicitante 

[…] carecía de legitimación para peticionar la formación de expedientes de esta naturaleza, así como para señalar que disposiciones de los Estatutos del Partido Colorado son inconstitucionales, ya que esta facultad era privativa de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia o de la Corte en pleno (Constitución Nacional Artículo 260; Ley No.  609/95, Artículos 1, 3 inc. (a), 11 y 16)
.

d) El 17 de marzo de 1999, el TSJE emitió la Resolución No. 17, la cual aparece firmada  por los Magistrados Expedito Rojas y Carlos A. Mojoli y, por el miembro del Tribunal Electoral de Misiones, Samuel Martínez Hustin,   

[p]or la que emplaza a la Junta de Gobierno de la Asociación Nacional Republicana Partido Colorado a convocar a Convención Extraordinaria de reforma del estatuto partidario a fin de adecuarlo a las normas del artículo 118 y 119 de la Constitución Nacional y artículo 32 inc. e) y f) de la Ley 834 y establecer el número de miembros que deben integrar el Tribunal de Conducta.

e) En la última página de la Resolución No. 17 aparece en manuscrito, la enmienda a la resolución anterior, la cual señala:

Habiendo manifestado públicamente el Ab. Alberto Ramírez Zambonini, su negativa a firmar esta resolución, intégrese este Tribunal con el Miembro del Tribunal Electoral de San Juan Bautista Misiones Ab. Samuel Martínez Hustin. Asunción 18 de marzo de 1999
.  

f) En relación con la Resolución / Presidencia No.  124/99 de 16 de marzo de 1999, el 18 de marzo de 1999 el TSJE integrado por los magistrados Expedito Rojas y Carlos A. Mojoli y por el miembro del Tribunal Electoral de Misiones, Samuel Martínez Hustin, emitió la Resolución No. 18, considerando que “no existe fundamento legal para que el Presidente del TSJE por sí solo afecte bienes de la Justicia Electoral a las elecciones internas de partidos políticos”
.  

g) Ese mismo día, 18 de marzo de 1999, el abogado Dario Filártiga, en representación de la Asociación Nacional Republicana, presentó una denuncia ante el Consejo de Superintendencia de la CSJ en contra del miembro del TSJE, Carlos A. Mojoli, por prevaricato y mal desempeño de sus funciones, con base en que el magistrado: 1) había negado de modo público y reiterado la legitimidad de la CSJ y de su Presidente; 2) había perturbado el normal funcionamiento del TSJE al haber asumido la calidad de parte al promover la reforma al estatuto de la A.N.R. mediante la presentación de una demanda ante el propio TSJE el 15 de marzo de 1999, consumando el delito de prevaricato ya que se encontraba obligado a inhibirse conforme el artículo 20.f del Código Procesal Civil; 3) había firmado y dado publicidad, sin tener facultades legales, un escrito al que denominó como resolución del TSJE mediante el cual hacía lugar a la demanda que el propio promovió para la modificación de los estatutos de la A.N.R., sin que hubiera sido firmado por el Presidente del TSJE; 4) había continuado entendiendo como juzgador en todos los procesos que se tramitaban en el fuero electoral en los que era parte la A.N.R, a pesar de que el denunciante había planteado incidentes de recusación en su contra y no se encontraban a la fecha resueltos
.  

h) El artículo 305 del Código Penal
 estipulado el delito de prevaricato de la siguiente manera: 

1º El juez, árbitro u otro funcionario que, teniendo a su cargo la dirección o decisión de algún asunto jurídico, resolviera violando el derecho para favorecer o perjudicar a una de las partes, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa. 
2º En caso de una lesión grave conforme al artículo 112, el autor será castigado con pena privativa de libertad de dos a quince años.

i) El artículo 20 del Código Procesal Civil establece que:
Es causa de excusación la circunstancia de hallarse comprendido el juez, o su cónyuge, con cualquiera de las partes, sus mandatarios o letrados, en alguna de las siguientes relaciones:

[…]

f.
haber sido defensor, o haber emitido opinión o dictamen, o dado recomendaciones acerca del pleito, antes o después de comenzado;  […]
j) El 19 de marzo de 1999, el Consejo de Superintendencia de la CSJ solicitó al TSJE que trajera a la vista los antecedentes de denuncia interpuesta por el representante de la A.N.R
.
k) En la misma fecha, 19 de marzo de 1999, el Presidente del TSJE, Alberto Ramírez Zambonini envió al Consejo de Superintendencia un escrito
 con las fotocopias del expediente 008/99 y del proyecto de resolución con la firma de los magistrados Mojoli y Rojas y del juez Martínez Hustin.  En dicho escrito, el Dr. Ramírez Zambonini estableció que, a pesar de que recibió el 17 de marzo de 1999 un proyecto de Resolución que recogía la propuesta del magistrado Mojoli, firmada por los magistrados Mojoli y Rojas, no la firmó.  Señaló que posteriormente se enteró que el 18 de marzo de 1999 los magistrados Mojoli y Rojas habían firmado este proyecto junto con el juez Martínez Hustin, Miembro del Tribunal Electoral de Misiones, dándole el número 17 de la Secretaría General del TSJE.  

l) El 22 de marzo de 1999, el Consejo de Superintendencia emitió la Resolución No. 136 mediante la cual se sanciona a los magistrados Expedito Rojas y Carlos A. Mojoli, por haber constituido una sala “ad hoc” mediante la sustitución del Presidente del TSJE, Alberto Ramírez Zambonini, por el Miembro del Tribunal Electoral de Misiones, Samuel Martínez Hustin sin que mediaran los supuestos legales establecidos al efecto (ausencia, impedimento, recusación o inhibición de cualquiera de sus miembro).  La sanción de los miembros del TSJE correspondía a una multa de 30 jornales mínimos legales y la suspensión de treinta días en el ejercicio de sus funciones y la sanción al Miembro del Tribunal Electoral de Misiones correspondía a apercibimiento y multa de 30 jornales mínimos legales para actividades diversas. 
m) La Resolución No. 136 fue notificada al señor Mojoli el 23 de marzo de 1999
 y se basa en los siguientes elementos y considerandos: 

VISTA: la Resolución Nº 17 de fecha 17 de marzo de 1999 y su enmienda de fecha 18 de marzo, y la Resolución Nº 18 de fecha 18 de marzo de 1999, dictadas por los Miembros del Tribunal Superior de Justicia Electoral, Señores Expedito Rojas y Carlos A. Mojoli, y el Miembro del Tribunal Electoral de Misiones, Sr. Samuel Martínez Hustin; y, 

CONSIDERANDO:

Que las mencionadas resoluciones fueron dictadas en flagrante violación de las disposiciones legales que rigen la sustitución conforme con lo dispuesto por el artículo 8º de la Ley Nº 635/95 “Que reglamenta la Justicia Electoral”, y que constituyen una extralimitación en el ejercicio de sus funciones.
Que la Corte Suprema de Justicia, a través del Consejo de Superintendencia, ejerce la superintendencia y potestad disciplinaria sobre todos los organismos del Poder Judicial, conforme con lo preceptuado por el artículo 259 numeral 1) de la Constitución Nacional, en concordancia con los artículos 27, 232 y 233 de la Ley Nº 879/81 “Código de Organización Judicial” y los artículos 4º y 23 inciso a) de la Ley Nº 609/95 “Que organiza la Corte Suprema de Justicia”[…]
.

n) En la Resolución No. 136, el Consejo de Superintendencia además de imponer la sanción disciplinaria a los magistrados del fuero electoral, indica que las irregularidades denunciadas configuran hechos cuya investigación y sanción excede las atribuciones legales del Consejo de Superintendencia, por lo que debe remitir los antecedentes al Juez en lo Criminal de Turno
.

66. De las copias de los procesos judiciales que obran en el expediente, de la información aportada por las partes y de la normativa paraguaya, la Comisión establece los siguientes hechos en relación con la acción de inconstitucionalidad interpuesta por el señor Mojoli:

a) El 31 de marzo de 1999 el señor Mojoli, presentó una acción de inconstitucionalidad en contra de la Resolución No. 136 de 22 de marzo de 1999, en la que recusó a los miembros de la CSJ que emitieron en su calidad de Miembros del Consejo de Superintendencia de la CSJ la Resolución No. 136
 y solicitó que se integrara la Corte conforme a lo dispuesto en la Constitución y leyes pertinentes. 
b) La acción de inconstitucionalidad se encuentra prevista en la Constitución paraguaya de la siguiente manera:

Artículo 132 - DE LA INCONSTITUCIONALIDAD.  La Corte Suprema de Justicia tiene facultad para declarar la inconstitucionalidad de las normas jurídicas y de las resoluciones judiciales, en la forma y con los alcances establecidos en esta Constitución y en la ley. 

c) En dicha acción, el señor Mojoli alegó que el CSCSJ no era competente para juzgar a los miembros del TSJE, puesto que únicamente el Congreso Nacional tenía esa competencia conforme al artículo 225 de la Constitución.  Además, indicó que al emitir la Resolución No. 136  el CSCSJ violó el derecho al debido proceso y al derecho a la defensa consagrado en el artículo 16 de la Constitución Nacional al no darse la intervención a los denunciados, no diligenciarse prueba alguna y no escucharse a la defensa
.

d) El artículo 16 de la Constitución refiere a la defensa en el juicio al establecer que “[l]a defensa en juicio de las personas y de sus derechos es inviolable. Toda persona tiene derecho a ser juzgada por tribunales y jueces competentes, independientes e imparciales”.
e) El 3 de mayo de 1999 la Corte Suprema de Justicia dictó una providencia que señala
Antes de proveer lo que corresponda, tráigase a la vista de esta Corte, fotocopia autenticada de la Resolución No. 136 del 22 de marzo de 1999, dictada por el Consejo de Superintendencia de la Corte, con sus respectivos antecedentes
.
f) El 26 de febrero y el 21 de marzo de 2001, los Miembros de la Corte Suprema de Justicia Luis Lezcano Claude y Raúl Sapena Brugada, respectivamente, se excusaron de seguir conociendo la acción de inconstitucionalidad.  El señor Carlos A. Mojoli fue notificado el 13 de septiembre de 2001 del nombramiento de los Dres. Jerónimo Irala Burgos y Enrique Sosa como Miembros de la CSJ para conocer esta acción
.  
g) El 6 de octubre de 2004 la CSJ resolvió declarar la caducidad de instancia en la acción con base en el artículo 172 del Código Procesal Civil, dado que no había parte interesada impulsando la acción por más de seis meses y dado que la última actuación en el expediente era de 3 de mayo de 1999
.  Esta resolución fue notificada al señor Mojoli el 8 de febrero de 2005
. 
h) El artículo 172 del Código Procesal Civil
 establece sobre el plazo que:

Se operará la caducidad de la instancia en toda clase de juicio, cuando no se instare su curso dentro del plazo de seis meses. Dicho plazo será el fijado por las leyes generales para la prescripción de la acción, si éste fuere menor. El impulso del procedimiento por uno de los litis consortes beneficia a los restantes.
i) Por otra parte, el artículo 554 del Código Procesal Civil estipula: 

Sustanciación. La Corte Suprema sustanciará la demanda oyendo al Fiscal General del Estado, cuando se trate de actos provenientes de los Poderes Legislativo, Ejecutivo o Judicial. Se oirá además, en su caso, a los representantes legales de las Municipalidades o corporaciones; o a los funcionarios que ejerzan la autoridad pública de la cual provenga el acto normativo, citándolos y emplazándolos en el asiento de sus funciones, para que la contesten dentro del plazo de diez y ocho días.

Si hubiere cuestiones de hecho que requieran ser aclaradas o probadas, la Corte ordenará las diligencias para mejor proveer que sean necesarias.

La Corte pronunciará su fallo bajo la forma de Acuerdo y Sentencia Definitiva, en el plazo de treinta días.
j) El 9 de febrero de 2005 el señor Mojoli solicitó a la CSJ la copia íntegra y autenticada del expediente, así como tener por constituido su cambio de dirección.  Adicionalmente, solicitó la suspensión de plazos procesales y reiteró sus alegatos
.  El 25 de febrero de 2005, la CSJ resolvió acceder al cambio de domicilio del señor Mojoli y a la entrega de la copia del expediente autenticado. 

k)  El 10 de marzo de 2005, el señor Mojoli presentó un escrito ante la CSJ en el que denunció indefensión y falsificación de informe de actuario, quien era, a su juicio, el funcionario responsable de la omisión de distintas providencias, de la falsificación de ciertos documentos y de no agregar los antecedentes de la Resolución No. 136 al expediente, a pesar de que esto último había sido ordenado en la providencia de 3 de mayo de 1999
.  
l) La Comisión no cuenta con información acerca de la decisión sobre este recurso.  No obstante, en el escrito presentado por el Estado de Paraguay de fecha 31 de mayo de 2006, el Estado informó que a la fecha se encontraba en estudio el Recurso de Aclaratoria presentado por el señor Mojoli contra el Auto Interlocutorio Nº 1506 de 6 de octubre de 2004
.
67. De las copias de los procesos judiciales que obran en el expediente, de la información aportada por las partes y de la normativa paraguaya, la Comisión establece los siguientes hechos en relación con el proceso por prevaricato seguido en contra del señor Mojoli:

a) En la Resolución No. 136, el Consejo de Superintendencia indicó que las irregularidades denunciadas configuran hechos cuya investigación y sanción excedía las atribuciones legales del Consejo de Superintendencia, por lo que remitió los antecedentes al Juez en lo Criminal de Turno.

b) El 30 de marzo de 1999 el Juez de Primera Instancia en lo Criminal instruyó sumario para la averiguación y comprobación de los hechos denunciados por el Abogado Dario Filártiga.  Asimismo, el 5 de abril de 1999 ofició al Poder Legislativo
 y remitió copia autenticada de los antecedentes presentados ante ese Juzgado al Presidente de la Cámara de Senadores
 puesto que de conformidad con la Constitución, los Magistrados del TSJE sólo pueden ser removidos a través de un juicio político
.

c) El 6 de abril de 1999 el Magistrado del TSJE, Carlos Alberto Mojoli, presentó su renuncia al cargo de Miembro del TSJE
.  Su renuncia fue aceptada por la Cámara de Senadores el 15 de abril de 1999
.

d) El 13 de mayo de 1999  la Cámara de Senadores adoptó la Resolución No. 245 por la cual devolvió al Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal de Segundo Turno los antecedentes presentados ante su Presidente, puesto que el señor Mojoli había perdido la inmunidad consagrada en el artículo 225 de la Constitución
.  

e) El 26 de julio de 1999 el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Primer Turno, con base en el dictamen del Agente Fiscal del Crimen, incluyó al señor Mojoli en carácter de procesado en el sumario instaurado el 30 de marzo de 1999
.  Asimismo, el Juzgado fijó la fecha para la declaración indagatoria del señor Mojoli, la cual se llevó a cabo el día 6 de agosto de 1999
.

f) El 28 de febrero de 2000 el señor Mojoli solicitó al Juzgado su sobreseimiento provisional o definitivo con base en la omisión del Fiscal de instar el procedimiento en seis meses, conforme se encontraba establecido en el artículo 8 de la Ley 1449/99 “Que regula el periodo de transición al nuevo sistema procesal penal”
 y establece que “[s]i en seis meses el Ministerio Público no insta el procedimiento, el Juzgado decretará el sobreseimiento provisional si ellas están en sumario”.

g)  El señor Mojoli alegó que dado que la última actuación del Fiscal en el expediente se realizó el 6 de agosto de 1999, ya habían transcurrido más de seis meses sin que el Ministerio Público instara el procedimiento
.  El 3 y 13 de abril y, 18 de julio de 2000, la presunta víctima reiteró el anterior pedido al Juzgado.  
h) El 16 de mayo de 2000, el Ministerio Público presentó al juez el pedido de sobreseimiento provisional solicitado por el señor Mojoli
.  Ese mismo día, el Ministerio Público solicitó al Juzgado que dispusiera la toma de la declaración informativa del Dr. Expedito Rojas, del Dr. Samuel Martínez Hustin y por el conducto legal pertinente del Dr. Alberto Ramírez Zambonini y; que solicitara a los representantes de la A.N.R. que prestaran declaración informativa y ratificatoria de la denuncia de 18 de marzo de 1999
.

i) El 23 de agosto de 2000 el señor Carlos A. Mojoli fue notificado del rechazo por parte del Juzgado de la solicitud de sobreseimiento provisional, con base en la solicitud de diligencias y prosecución en las investigaciones efectuadas por el Agente Fiscal
.  Con base en lo anterior, el Juez señaló audiencia para los días 24 y 25 de agosto de 2000 a fin de que los señores Expedito Rojas y Samuel Martínez Hustin prestaran declaración.  
j) El 23 de agosto de 2000 el señor Mojoli presentó un recurso en contra de la decisión de rechazar el sobreseimiento provisional ante el juez que la dictó, mas éste fue rechazado por improcedente el mismo 23 de agosto de 2000
. 
k) El 30 de noviembre de 2001 y 7 de febrero de 2002, la Procuradora Fiscal reiteró  al Juez que tomara la declaración informativa del Dr. Expedito Rojas, Dr. Samuel Martínez Hustin y por el conducto legal pertinente al Dr. Alberto Ramírez Zambonini y; que se solicitara a los representantes de la  A.N.R. que prestaran declaración informativa y ratificatoria de la denuncia, tal y como fue solicitado por el Agente Fiscal el 16 de mayo de 2000
.  De acuerdo a las constancias que obran en el expediente, dichas pruebas no se practicaron.
l) El 25 de marzo de 2002, el Juzgado Penal de Liquidación y Sentencia Nº 7, resolvió el cierre del estado de sumario de la causa “Carlos A. Mojoli s/prevaricato. Capital” y la elevación al estado de plenario de la causa
.  Adicionalmente, en esta misma fecha, el Juzgado Penal de Liquidación y Sentencia Nº 7, resolvió calificar provisoriamente el hecho punible imputado a Carlos A. Mojoli como delito de prevaricato, conforme se encuentra establecido en el artículo 305.1 del Código Penal (ley 1160/97)
.
m) El 1 de abril y 27 de mayo de 2002, la Procuradora Fiscal solicitó al Juez la apertura de la causa a prueba
.  Por su parte, el señor Mojoli solicitó al Juez encargado de la causa la extinción de la acción penal el 6  y el 11 de junio de 2002
, siendo ambas solicitudes rechazadas por improcedentes.   
n) El 25 de marzo de 2003, el Juzgado Penal de Liquidación y Sentencia Nº 7 absolvió al señor Carlos A. Mojoli mediante Sentencia Definitiva Nº 8, tal y como fue solicitado por la Fiscal encargada del caso, por no existir elementos de tipicidad del delito de prevaricato en la conducta de la presunta víctima
.   El señor Carlos Mojoli solicitó aclaratoria de la anterior sentencia definitiva solicitando  que se declarase la falsedad de la denuncia hecha y que el Juzgado declarara que el sumario instruido no afectaba su buen nombre y reputación.  Dicha solicitud de aclaración fue resuelta mediante sentencia del 25 de agosto de 2003, rechazando por improcedente la primera solicitud y aceptando la segunda
. 
68. De las copias de los procesos judiciales que obran en el expediente, de la información aportada por las partes y de la normativa paraguaya, la Comisión establece los siguientes hechos en relación con el proceso por falsedad de instrumento público seguido en contra del señor Mojoli:

a) El 16 de mayo de 1997 el señor Julio Ramón Gavilán Giménez presentó una denuncia por falsificación de instrumento público.  En dicha denuncia señaló que en la copia del certificado de estudios que el señor Mojoli presentó al Consejo de la Magistratura cuando concursó a alguna magistratura judicial, aparecía una cifra incorrecta en lo que se refiere al término medio general de estudios cuando indica “3,82”, ya que el cálculo aritmético de las calificaciones ascendía a “2,48”
.  
b) En su denuncia, el señor Gavilán solicitó al Juez que pidiera copia auténtica del Certificado de Estudios del señor Mojoli tanto de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la U.N.A., como también del Consejo de la Magistratura y que iniciara la instrucción del sumario en lo criminal.  
c) Como la denuncia no señalaba claramente la fecha de comisión del supuesto hecho ilícito, se produjo una contienda negativa de competencia entre tres juzgados que fue finalmente solucionada el 6 de noviembre de 1997 por la Corte Suprema de Justicia al indicar que se consideraba como fecha exacta de la comisión del delito la fecha de expedición de la copia del certificado de estudios de 13 de junio de 1990
.  Lo anterior porque esta era la copia que el señor Mojoli solicitó a la U.N.A. y presentó al Consejo Superior de la Magistratura para poder ser candidato a Magistrado del TSJE.  

d) El 11 de marzo de 1998, una vez determinada la competencia del Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Duodécimo Turno, el Fiscal solicitó que se realizaran las diligencias propuestas por el señor Gavilán Giménez en su denuncia.  
e) El 19 de mayo de 1998 el Consejo de la Magistratura remitió a la Fiscalía la copia autenticada del certificado de estudios Nº 286/90 expedido por la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la U.N.A, que había sido presentada por el señor Carlos A. Mojoli al postularse ante el Consejo como candidato a ocupar el cargo de Miembro del Tribunal.  Por su parte, el 27 de mayo de 1998 la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la U.N.A. envió la copia autenticada del certificado de estudios del señor Mojoli
. 
f)  El 15 de junio de 1998, tras el cotejo de los certificados de estudios (en el certificado de estudios Nº 286/90 presentado ante el Consejo de la Magistratura el señor Mojoli tenía un promedio general de 3,82 puntos  y en el certificado expedido por la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la U.N.A. el promedio general del señor Mojoli era de 2,56) el Fiscal solicitó al Juez encargado de la causa que se remitiera la denuncia al Parlamento, por ser éste el órgano competente para juzgar a un Ministro de la Justicia Electoral conforme al artículo 225 de la Constitución
.

g) El 18 de junio de 1999 el Juez de Primera Instancia en lo Criminal del Décimo Turno remitió la denuncia al Parlamento
.  
h) El 17 de agosto de 1999 el Fiscal en lo Criminal solicitó a la Secretaría General de la CSJ que remitiera al Ministerio Público la renuncia del señor Mojoli presentada 6 de abril de 1999
.  Dicha remisión se realizó el 18 de agosto de 1999
.
i) El 19 de agosto de 1999 el Fiscal solicitó al Juez que se vinculara como procesado al señor Carlos A. Mojoli por haber presuntamente cometido “delitos contra la prueba documental”, establecidos en los artículos 250, 251 y 252 del nuevo Código Penal (Ley 1160/97), dado que  ya  no gozaba de inmunidad de fuero
.  

j) Los artículos referidos del Código Penal
 establecen:

Artículo 250.- Producción inmediata de documentos públicos de contenido falso 

1º El funcionario facultado para elaborar un documento público que, obrando dentro de los límites de sus atribuciones, certificara falsamente un hecho de relevancia jurídica o lo asentara en libros, registros o archivos de datos públicos, será castigado con pena privativa de libertad de hasta cinco años o con multa. 

2º En estos casos será castigada también la tentativa. 

3º En casos especialmente graves, la pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta diez años. 

Artículo 251.- Producción mediata de documentos públicos de contenido falso 

1º El que hiciera dejar constancia falsa de declaraciones, actos o hechos con relevancia para derechos o relaciones jurídicas en documentos, libros, archivos o registros públicos, será castigado con pena privativa de libertad de hasta tres años o con multa. 

2º Se entenderá como falsa la constancia cuando dichas declaraciones, actos o hechos no estén dados, no hayan acontecido, hayan acontecido de otra manera, provengan de otra persona o de una persona con facultados que no le correspondieran. 

3º Cuando el autor actuara con la intención de lograr para sí o para otro un beneficio patrimonial o de causar daño a un tercero, la pena privativa de libertad podrá ser aumentada hasta cinco años. 

4º En estos casos, será castigada también la tentativa. 

Artículo 252.- Uso de documentos públicos de contenido falso 

El que con la intención de inducir al error utilizara un documento o archivo de datos de los señalados en el artículo 250, será castigado con arreglo al mismo.
k) Posteriormente, el señor Carlos A. Mojoli presentó al Juez un escrito en el que solicitó la ratificación de la denuncia efectuada por el señor Gavilán Giménez y la declaración de la prescripción del derecho de acusar un supuesto delito que habría sido cometido el 13 de junio de 1990, por quienes confeccionaron y suscribieron el Certificado de Estudios No.  286/90
.  Indicó que dado que las penas previstas en los artículos 229 y 232 del Código Penal de 1890 van de 3 a 7 años, este tiempo ya habría transcurrido.  Asimismo, alegó que el Fiscal pretendía que se aplicara el Código Penal vigente desde 1998 (Ley 1160/97) a un hecho ocurrido en 1990, lo cual contradecía el artículo 14 de la Constitución que establece que “ninguna ley tendrá efecto retroactivo, salvo que sea más favorable al encausado o condenado”.  

l) El 7 de octubre y el 4 de noviembre de 1999 y, el 3 y 28 de febrero de 2000, el Fiscal Andrés Casati Caballero solicitó al Juez que se procesara al señor Mojoli por la presunta comisión del delito tipificado en artículo 236 del Código Penal anterior y, en los artículos 251 y 252 del Nuevo Código Penal (Ley 1160/97)
.  
m) El 9 de marzo de 2000 el Juez Penal de Liquidación y Sentencia Nº 6 resolvió instruir sumario de averiguación y comprobación de los hechos denunciados, así como para la determinación de su autor, autores y partícipes, por la presunta comisión del delito tipificado en el artículo 236 del Código Penal anterior
, con base en que se trataba de un delito de acción pública
. 
n) El 27 de marzo de 2000 el señor Carlos Mojoli prestó declaración informativa ante el Juez de Liquidación y Sentencia Nº 6.  Tras tomarse distintas declaraciones informativas y de realizarse distintas diligencias, el 13 de noviembre de 2000 el Agente Fiscal solicitó, que se incluyera al señor Mojoli en la causa con carácter de procesado
.  
o) El 25 de julio de 2002 el Juez de Liquidación y Sentencia Nº 6 incluyó a Carlos A. Mojoli en carácter de procesado
.  Por otro lado, el 31 de julio de 2002, la Jueza Penal de Liquidación y Sentencia Nº 6 ordenó el cambio de carátula de la causa a “Carlos Alberto Mojoli s/ falsedad de particulares” 2002
.  
p) El 31 de julio de 2002 el señor Mojoli fue notificado sobre su procesamiento y del señalamiento de la audiencia para presentar declaración indagatoria, la cual se realizó el 8 de agosto de 2002.  El 13 de agosto de 2002 el señor Carlos A. Mojoli presentó un recurso de reposición en contra la providencia de 8 de agosto de 2002 puesto que el expediente se debería haber archivado con base en la inactividad del Agente Fiscal durante 6 meses
 y en razón de que la última actuación del Fiscal se había producido el 24 de diciembre de 2001.  Este recurso fue rechazado el 20 de agosto de 2002 por improcedente
.
q) La Comisión no cuenta con información acerca de la decisión pendiente sobre proceso.  No obstante, el Estado informó en abril del año 2009, que la última actuación en esta causa data de 12 de marzo de 2004 y consiste en que se disponga el cierre del sumario y la elevación al estado de plenario
.  El Estado igualmente indicó que la causa no se encuentra extinguida y que “el Juzgado correrá vista al Ministerio Público del estado de la causa”
.
B.
Consideraciones de derecho 
1.
Consideraciones previas

69. La Comisión, con base en el principio procesal de preclusión, el cual asume que las etapas del proceso se desarrollan en forma sucesiva mediante la clausura definitiva de cada una de ellas, e impide el regreso a etapas y momentos procesales ya extinguidos y consumados, no se referirá a los argumentos sobre admisibilidad realizados por el Estado de Paraguay en esta etapa procesal. La Comisión ya se pronunció sobre estos aspectos en su Informe de Admisibilidad No. 84/03 de 22 de octubre de 2003.   

2.
Derecho a las garantías judiciales (artículo 8) y derecho a la protección judicial (artículo 25) en relación con la obligación de respetar los derechos (artículo 1.1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
70. El artículo 8 de la Convención establece que: 

1.
Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

2.    
Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad.  Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

a. derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;

b. comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;

c. concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de su defensa;

d. derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;

e. derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley;

f. derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos;

g. derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y

h. derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.

[…]

71. El artículo 25 de la Convención señala que:

1.
Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales.

2.
Los Estados partes se comprometen: 

a. 
a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso;

b. 
a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y

c. 
a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.

72. El artículo 1.1 de la Convención estable lo siguiente:

1.    
Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.
a.
Sanción disciplinaria 
73. En primer lugar, la Comisión entrará a analizar si en el procedimiento que se siguió para sancionar disciplinariamente al entonces Miembro del TSJE, Carlos A. Mojoli Vargas, a través de la Resolución No. 136 de 22 de marzo de 1999, se respetaron las garantías judiciales consagradas en el artículo 8 incisos 1 y 2 de la Convención Americana.  
74. En relación con el artículo 8.1 de la Convención Americana, la presunta víctima alega que con la emisión de la Resolución No. 136 de 22 de marzo de 1999 se violó el derecho a ser oído con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un tribunal o juez competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley en la sustanciación de cualquier acusación penal. El señor Mojoli señala que el Consejo de Superintendencia de la CSJ no tenía competencia para juzgar a los Miembros del TSJE, puesto que esta función competía exclusivamente al Congreso Nacional conforme al artículo 225 de la Constitución Nacional
, que establecía la inmunidad del fuero de la presunta víctima.  

75. El Estado, por su parte, señala que el Consejo de Superintendencia no destituyó ni juzgó al Magistrado Carlos A. Mojoli sino que lo sancionó y remitió los antecedentes al juez de lo criminal, dada la gravedad de los hechos. El Estado indica que la CSJ, a través del Consejo de Superintendencia, tiene la potestad de ejercer la superintendencia sobre todos los organismos del Poder Judicial, de acuerdo con lo preceptuado en el artículo 259.1 de la Constitución de la República y el artículo 4º de la Ley que Organiza la Corte Suprema de Justicia (Ley 609/95) y, por tanto era el órgano competente para dictar la sanción disciplinaria.

76. El derecho a un juicio ante un tribunal competente, independiente e imparcial previamente establecido por la ley, ha sido interpretado por la Comisión y por la Corte Interamericana en el sentido de que comporta ciertas condiciones y estándares que deben ser satisfechos por los tribunales encargados de juzgar la sustanciación de toda acusación de carácter penal o la determinación del derecho o las obligaciones de las personas de carácter civil, fiscal, laboral o de otra índole
.  En ese sentido, el alegato del señor Mojoli tiene dos aspectos a analizar: por una parte, si el Consejo de Superintendencia de la Corte Suprema de Justicia era un tribunal o juez competente, independiente e imparcial y por otra parte, si el señor Mojoli contó con las debidas garantías en la sustanciación de la acusación formulada contra él.  

77. Conforme a los hechos probados ante la Comisión, la Resolución No. 136 de 22 de marzo de 1999 impuso una sanción disciplinaria al señor Mojoli por haber violado las disposiciones legales que rigen la sustitución.  Lo anterior, en razón de que -tal y como se establece en la enmienda a la Resolución No. 17 de 17 de marzo de 1999- se sustituyó al Presidente del TSJE, Alberto Ramírez Zambonini, porque éste había manifestado públicamente su negativa a firmar la resolución No. 17.  

78. Al haber sustituido al Presidente del TSJE por el miembro del Tribunal Electoral de Misiones, Samuel Martínez Hustin, en la firma de la Resolución No. 17 de 17 de marzo de 1999 y en la Resolución No.18 de 18 de marzo de 1999 -sin que mediaran las circunstancias establecidas en el artículo 8
 de la Ley que reglamenta la justicia electoral (Ley Nº 635/95)- el señor Mojoli participó en la conformación de un tribunal “ad hoc” en violación de la ley vigente en Paraguay en el momento de los hechos.  Estas faltas fueron sancionadas disciplinariamente por el Consejo de Superintendencia de la CSJ mediante su Resolución No. 136 de 22 de marzo de 1999.  
79. Respecto de la competencia del Consejo de Superintendencia de la CSJ y conforme a la Constitución Nacional 1992
 que “establece a la Justicia Electoral como parte del Poder Judicial”
, así como a los artículos 259.1 de la Constitución (supra párr. 63.g), 27 del Código de Organización Judicial (Ley Nº 879/81) (supra párr. 63.h)y 4 y 23 de la Ley que Organiza la CSJ (Ley 609/95) (supra párr. 63.i), la Corte Suprema de Justicia ejerce la potestad disciplinaria y la superintendencia, por intermedio del Consejo de Superintendencia, sobre todos los organismos y oficinas dependientes del Poder Judicial, incluido el TSJE.  En ese sentido y en desarrollo del mandato constitucional, el Código de Organización Judicial indicaba en su articulado las atribuciones concretas de la Superintendencia de la Corte Suprema entre las que destacan “establecer y aplicar medidas disciplinarias” (supra párr. 63.h).  
80. El señor Mojoli señala que el Consejo de Superintendencia de la CSJ no tenía competencia para juzgar a los miembros del TSJE, puesto que esta función competía exclusivamente al Congreso Nacional.  Al respecto, la CIDH observa que, como lo ha reconocido el Estado y establece la Constitución
, los miembros del TSJE sólo podrán ser removidos por juicio político.  No obstante, el Consejo de Superintendencia de la CSJ no decidió acerca de la remoción del señor Mojoli sino que, de conformidad con sus atribuciones y lo establecido en el artículo 7 de la Ley 635 (supra párr. 63.e) leído en conjunto con el artículo 225 de la Constitución (supra párr. 63.f), procedió a sancionarle administrativamente y remitir su caso al juez competente.  De hecho, como consta en los hechos probados (supra párrs. 64.n y 66.a) el juez remitió lo pertinente a la Cámara de Senadores; sin embargo, dada la renuncia del señor Mojoli, la Cámara de Senadores devolvió al Juzgado los antecedentes presentados ante su Presidente, en razón de la pérdida de la inmunidad del señor Mojoli que establecía la competencia de la Cámara de Senadores para un eventual juicio político (supra párr. 66).  

81.  En razón de lo anterior, con base en los hechos probados y los alegatos de las partes, la Comisión concluye que el Consejo de Superintendencia de Justicia de la Corte Suprema de Justicia era la autoridad competente conforme a la legislación vigente en Paraguay en el momento de los hechos, para imponer la sanción disciplinaria al señor Mojoli y decide que el Estado de Paraguay no violó el artículo 8.1 de la Convención en relación con el artículo 1.1 del mencionado instrumento en perjuicio del señor Carlos Alberto Mojoli en relación con la sanción disciplinaria impuesta. 
82. Por otra parte, el señor Mojoli alega que con la emisión de la Resolución No. 136 se violó su derecho a ser oído con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, a la comunicación previa y detallada de la acusación formulada, al derecho al tiempo y a los medios adecuados para la preparación de su defensa, así como el derecho a recurrir el fallo ante juez o tribunal superior.  
83. El Estado indica que la Resolución No.17 de 17 de marzo de 1999 contenía en sí todos los elementos de juicio necesarios para adoptar la medida disciplinaria.  Según sus escritos, los Magistrados que firmaron las Resoluciones No. 17 de 17 de marzo y No. 18 de 18 de marzo de 1999, no dieron la oportunidad al Magistrado Ramírez Zambonini de exponer su voto en disidencia como correspondía, sino simplemente lo sustituyeron en contravención de las normas legales que rigen esta materia.  
84. Al respecto, la CIDH considera pertinente referir a la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos con el propósito de recalcar que ésta ha establecido en su jurisprudencia que las garantías que establece el artículo 8.1 de la Convención 
deben ser observadas en los distintos procedimientos en que los órganos estatales adoptan decisiones sobre la determinación de los derechos de las personas, ya que el Estado también otorga a autoridades administrativas, colegiadas o unipersonales, la función de adoptar decisiones que determinan derechos
.

119.
De esta forma, las garantías contempladas en el artículo 8.1 de la Convención son también aplicables al supuesto en que alguna autoridad pública adopte decisiones que determinen tales derechos, tomando en cuenta que no le son exigibles aquellas propias de un órgano jurisdiccional, pero sí debe cumplir con aquellas garantías destinadas a asegurar que la decisión no sea arbitraria.

[…]
126.
La Corte ha establecido que todos los órganos que ejerzan funciones de naturaleza materialmente jurisdiccional tienen el deber de adoptar decisiones justas basadas en el respeto pleno a las garantías del debido proceso establecidas en el artículo 8.1 de la Convención Americana
. 

85. Como lo estableció en el caso de los Trabajadores Cesados del Congreso
, y fue recogido por la Corte en su sentencia, la Comisión considera que en aplicación de las garantías judiciales, extendidas a determinar obligaciones del orden laboral que protege el artículo 8.1 de la Convención Americana, es un aspecto esencial que se examine, o se reexamine, la legalidad de toda decisión que le imponga a una persona un gravamen irreparable o cuando ese gravamen afecte los derechos o libertades fundamentales
. 

86. En este sentido, la Corte Interamericana ha valorado el alcance del derecho a un debido proceso: 
En cualquier materia, inclusive en la laboral y la administrativa, la discrecionalidad de la administración tiene límites infranqueables, siendo uno de ellos el respeto de los derechos humanos.  Es importante que la actuación de la administración se encuentre regulada, y ésta no puede invocar el orden público para reducir discrecionalmente las garantías de los administrados.  Por ejemplo, no puede la administración dictar actos administrativos sancionatorios sin otorgar a los sancionados la garantía del debido proceso
.
87. Como ya ha sido señalado por la Corte, el artículo 8 de la Convención 

no se limita a los recursos judiciales en sentido estricto, sino el conjunto de requisitos que deben observarse en las instancias procesales a efecto de que las personas puedan defenderse adecuadamente ante cualquier tipo de acto emanado del Estado que pueda afectar sus derechos
. 

88. Asimismo, en la sentencia del Caso Tribunal Constitucional, la Corte estableció:

El Tribunal recuerda que el Derecho Internacional de los Derechos Humanos tiene por fin proporcionar al individuo medios de protección de los derechos humanos reconocidos internacionalmente frente al Estado. En la jurisdicción internacional las partes y la materia de la controversia son, por definición, distintas de las de la jurisdicción interna
. Al establecer si el Estado es responsable internacionalmente por la alegada violación a los derechos consagrados en los artículos 8.1 y 25 de la Convención Americana, el aspecto sustancial de la controversia ante la Corte no es si en el ámbito interno se emitieron sentencias o resoluciones administrativas, o si se aplicaron o no determinadas disposiciones de derecho interno, en relación con las violaciones que se alega fueron cometidas en perjuicio de las presuntas víctimas de los hechos, sino si los procesos internos permitieron que se les garantizara un verdadero acceso a la justicia, conforme a los estándares previstos en la Convención Americana, para determinar los derechos que estaban en controversia
. 

89. La CIDH observa que, como lo estableció en sus hechos probados (supra párr. 64),  luego de la adopción de las Resoluciones No. 17 y su enmienda y No. 18, de 17 de marzo y 18 de marzo de 1999, respectivamente, y del recibo de la denuncia presentada por el abogado representante de la A.N.R. de 18 de marzo de 1999 en contra del señor Mojoli; el Consejo de Superintendencia de la CSJ solicitó al TSJE que trajera a la vista los antecedentes de denuncia interpuesta por el representante de la A.N.R
.  El 19 de marzo siguiente, el Presidente del TSJE envió lo solicitado así como un escrito en que expuso su posición
 y el 22 de marzo de 1999, el Consejo de Superintendencia emitió la Resolución No. 136 mediante la cual se sanciona al señor Mojoli con una multa de 30 jornales mínimos legales y la suspensión de treinta días en el ejercicio de sus funciones. 

90. En razón de lo anterior, con base en los hechos probados, los alegatos de las partes y la jurisprudencia del sistema interamericano, la Comisión concluye que el Estado violó el artículo 8.1 en relación con el artículo 1.1 de la Convención Americana en perjuicio del señor Mojoli por dictar un acto administrativo sancionatorio en su contra, sin otorgarle las debidas garantías procesales.
b. Acción de inconstitucionalidad 

91. En segundo lugar, la Comisión entrará a analizar si el Estado violó el derecho de la presunta víctima a un recurso sencillo y rápido para la protección de sus derechos, conforme establece el artículo 25 de la Convención Americana, respecto de la sanción disciplinaria que le fue impuesta a través de la Resolución No. 136 de 22 de marzo de 1999.
92. El señor Mojoli presentó una acción de inconstitucionalidad en contra de la Resolución No. 136 y recusó a los miembros de la CSJ que emitieron dicha resolución como miembros del CSCSJ el 31 de marzo de 1999; así, el 3 de mayo de 1999 la CSJ solicitó que se trajeran a la vista los antecedentes de la Resolución No. 136.  A pesar de que la provisión de 3 de mayo de 1999 nunca se cumplió, ni se resolvió la recusación planteada, el 8 de febrero de 2005 el señor Mojoli fue notificado de la  “caducidad en la instancia“ de la acción de inconstitucionalidad
.   El 10 de marzo de 2005 el señor Mojoli planteó un recurso en contra de la decisión de la CSJ.  

93. La presunta víctima indica que las acciones de inconstitucionalidad en Paraguay se rigen por los artículos 550 a 564 del Código Procesal Civil y, que conforme al artículo 554 del CPC la CSJ tiene que emitir su fallo bajo la forma de Acuerdo y Sentencia Definitiva, en el plazo de 30 días (supra párr. 65.h).  En este sentido, indica que de haberse cumplido con lo solicitado en la providencia de 3 de mayo de 1999, se debería de haber notificado la demanda al Fiscal General del Estado y haber dispuesto las pruebas necesarias para, posteriormente, dictar Acuerdo y Sentencia. En consecuencia, alega que la falta de resolución del recurso de inconstitucionalidad violó el derecho a gozar de protección judicial, consagrado en el artículo 25 de la Convención Americana.

94. El Estado señala que si bien la acción se tramitó de forma muy lenta,  esto no produjo agravio al señor Mojoli toda vez que éste abandonó su cargo como miembro del TSJE.  El Estado alega que en el ámbito del proceso civil, el impulso procesal corresponde a las partes, por lo que si la propia Corte no hiciera cumplir de oficio lo ordenado en su providencia, entonces incumbe al interesado impulsar el procedimiento con “urgimientos” eficaces y oportunos de conformidad a las disposiciones del artículo 412 del Código Procesal Civil
.  En este sentido, el Estado indica que el urgimiento especial implica que en la presentación se debe señalar cuál es el obstáculo que debe removerse (que en el presente caso sería, por ejemplo, que se confeccione y remita el oficio pertinente al Consejo de Superintendencia de la Corte para que se remitan los antecedentes solicitados) mas no consta en autos que el señor Mojoli hubiera realizado algún tipo de urgimiento
.  

95. Además, el Estado indica que el acceso a expedientes de la Corte Suprema se encuentra informatizado por lo que no se realiza únicamente teniendo los autos a la vista, sino que el funcionario encargado del sistema informa al litigante que recurre a la Secretaría sobre la última providencia dictada, el lugar donde se halla actualmente el expediente y, el motivo por el cual se halla en tal lugar.  El Estado indica que la presentación de un escrito de urgimiento es independiente a la posibilidad de acceder al expediente judicial. El Estado alega que el señor Mojoli demostró negligencia en su deber de impulsar el procedimiento al limitarse a pedir la exhibición de los autos, en vez de formular urgimientos, tal y como indica la ley, lo cual provocó la caducidad de la instancia.  

96. La Comisión observa que el artículo 412 del Código Procesal Civil paraguayo establece el mecanismo para solicitar pronto despacho de la decisión pendiente y la “obligación” (supra nota 24) del interesado de pedirlo; sin embargo, no consta en los hechos del caso que la presunta víctima hubiese ejercido su obligación de promover la decisión respecto de la acción de inconstitucionalidad.  En este sentido, el primer párrafo del artículo 25 de la Convención establece, en términos amplios, la obligación a cargo de los Estados de ofrecer a todas las personas sometidas a su jurisdicción un recurso judicial efectivo contra actos que podrían ser violatorios de sus derechos fundamentales, así como de derechos reconocidos por la Constitución o la ley
.   
97. En el presente caso la Resolución No. 136 de 22 de marzo de 1999 por la que se sancionó disciplinariamente al señor Mojoli podía ser impugnada a través de la acción de inconstitucionalidad prevista en el artículo 132 de la Constitución de Paraguay (supra párr. 65.b).  Ésta fue presentada, mas, el interesado no promovió el despacho de la misma como lo establece el Código Procesal Civil y la misma caducó.  Por tanto, la Comisión concluye que el Estado de Paraguay no violó el artículo 25.1 en conexión con el artículo 1.1 de la Convención Americana en perjuicio del señor Mojoli.  Asimismo, la Comisión nota que el señor Mojoli renunció a su cargo de miembro del TSJE el 6 de abril de 1999 y, la sanción disciplinaria impuesta (consistente en una suspensión y multa) nunca se efectivizó. 
c.
Proceso por prevaricato
98. En tercer lugar, la Comisión entrará a analizar si en el proceso penal que se inició en contra de la presunta víctima con base en la denuncia realizada por el Abogado Darío Filártiga en representación de la Asociación Nacional Republicana (A.N.R.) y la Resolución No. 136 de 22 de marzo de 1999, por prevaricato, se violó o no el derecho a ser juzgado en un plazo razonable consagrado en el artículo 8(1) de la Convención Americana en perjuicio del señor Carlos A. Mojoli.
99. En el presente caso, la presunta víctima alega que el 30 de marzo de 1999 se instruyó sumario y el 6 de agosto de 1999, prestó declaración indagatoria.  Posteriormente, en mayo del año 2000, a pesar de que el Agente Fiscal en lo penal y el representante de la defensa solicitaron el sobreseimiento provisional a favor del señor Carlos A. Mojoli, el Juzgado en lo Penal encargado de la causa lo rechazó.  

100. El Estado por su parte, indica que la causa penal culminó con la sentencia definitiva Nº 8 de 25 de marzo de 2003, dictada por el Juzgado Penal de Liquidación y Sentencia Nº 7, en la que se absolvió al señor Mojoli. El Estado sostiene que el proceso penal se inició con base en unos antecedentes puestos en conocimiento de la justicia ordinaria y, que la investigación se sostuvo en elementos de convicción de razonable sospecha en relación con los hechos juzgados.  El Estado sostiene que la postura adoptada por el Juzgado para absolver de culpa y pena al señor Mojoli se basó en la ausencia de pretensión punitiva del Ministerio Público, lo cual ratifica que se respetaron los derechos procesales de la presunta víctima.
101. La Comisión recuerda que el derecho de acceso a la justicia implica que la solución de la controversia se produzca en tiempo razonable
, ya que una demora, por sí misma, podría llegar a constituir una violación de las garantías judiciales
.  Por ello, es preciso tomar en cuenta tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo: a) la complejidad del asunto, b) la actividad procesal del interesado, y c) la conducta de las autoridades judiciales
.  Al respecto, la Corte Interamericana ha establecido recientemente que adicionalmente,
en dicho análisis de razonabilidad se debe tomar en cuenta la afectación generada por la duración del procedimiento en la situación jurídica de la persona involucrada en el mismo, considerando, entre otros elementos, la materia objeto de controversia.  Si el paso del tiempo incide de manera relevante en la situación jurídica del individuo, resultará necesario que el procedimiento corra con más diligencia a fin de que el caso se resuelva en un tiempo breve.

102. Conforme consta en los hechos probados, el procedimiento por prevaricato seguido en contra de la presunta víctima tuvo una duración de cuatro años aproximadamente.  Al respecto, la Comisión no cuenta con elementos para concluir que se haya violado el acceso a la justicia del señor Mojoli ni que, en el caso específico, la duración del proceso que lo absolvió haya producido una afectación relevante en la situación jurídica del señor Mojoli.  En consecuencia, la Comisión concluye que el Estado de Paraguay no violó el derecho a ser juzgado en un plazo razonable reconocido en el artículo 8.1 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1.1 del mencionado instrumento, en perjuicio del señor Carlos Alberto Mojoli.
d.
Proceso por falsedad de instrumento público 
103. En cuarto lugar, la Comisión entrará a analizar si en el proceso penal por falsificación de instrumento público que se inició en contra de la presunta víctima por la presunta falsificación de la copia del certificado de estudios que éste presentó al Consejo de la Magistratura, se violó el derecho a ser juzgado en un plazo razonable consagrado en el artículo 8.1 de la Convención en perjuicio de la presunta víctima. 
104. La presunta víctima alega que a pesar de que el Juez resolvió el 9 de marzo de 2000 instruir sumario de averiguación de los hechos denunciados, no fue hasta el 25 de julio de 2002 que se le incluyó con carácter de procesado.  La presunta víctima sostiene que para el 25 de julio de 2002, el proceso se encontraba ya fenecido y que durante la instrucción sumarial, que duró 5 años, no se solicitó copia auténtica del Registro de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Asunción para verificar si existía diferencia entre el original y la copia existente en el expediente; no se dispuso que el denunciante se ratificara en la denuncia en forma responsable y ante el Juzgado para subsanar las deficiencias de su denuncia, pese a los pedidos formulados; y no se habían procesado ni indagado a los firmantes de un supuesto instrumento público falsificado.  El señor Mojoli alega que no le ha sido notificada una sentencia al respecto, por lo que el procedimiento sigue abierto en su contra.
105. El Estado alega que la causa penal seguida contra el señor Carlos A. Mojoli no contempla problemas sustanciales respecto a su regularidad que puedan producir la violación de algún derecho o garantía procesal consagrada en la Constitución de la República, en el Derecho Internacional vigente y en el Código de Procedimientos Penales de 1890. 

106. En relación al derecho a las garantías judiciales, la Comisión recuerda que el artículo 8.1 de la Convención impone a los Estados Partes la obligación de organizar sus sistemas legales de forma que sus tribunales puedan cumplir con cada uno de los requisitos establecidos en este artículo de la Convención, incluyendo la obligación de resolver los asuntos pendientes ante sí en un tiempo razonable
.  

107. En ese sentido, respecto de la duración total del procedimiento, la Comisión observa que -si bien el procedimiento penal se inició el 16 de mayo de 1997- la presunta víctima fue vinculada al proceso en carácter de procesado hasta el 25 de julio de 2002 (supra párr. 67.o).  Igualmente la Comisión nota que desde el 12 de marzo del año 2004, fecha en que dispuso el cierre del sumario hasta el mes de agosto de 2009, no se ha realizado diligencia alguna y que la causa no se encuentra extinguida
. 
108. Conforme a los hechos probados y a los alegatos de las partes, así como a los elementos para determinar la razonabilidad del plazo (supra párr. 105), la Comisión entiende que la conducta de la presunta víctima no ha entorpecido el procedimiento penal y que el proceso en sí mismo, no es de naturaleza compleja.  El Estado tampoco ha presentado alegato alguno relativo a la necesidad de prolongar este procedimiento penal por más de 7 años.  
109. En consecuencia, la Comisión concluye que el Estado ha violado el derecho a ser juzgado en un plazo razonable consagrado en el artículo 8.1 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1.1 del mencionado instrumento en perjuicio del señor Carlos Alberto Mojoli. 
3.
Principio de legalidad y de retroactividad (artículo 9) en relación con la obligación de respetar los derechos (artículo 1(1))
 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
110. El artículo 9 de la Convención Americana establece que:

Nadie puede ser condenado por acciones u omisiones que en el momento de cometerse no fueran delictivos según el derecho aplicable.  Tampoco se puede interponer una pena más grave que la aplicable en el momento de la comisión del delito.  Si con posterioridad a la comisión del delito la ley dispone la imposición de una pena más leve, el delincuente se beneficiará de ello.

111. En relación con el proceso seguido en contra de la presunta víctima por falsedad de documento público, el señor Mojoli alega que, como consecuencia de la resolución del Juzgado de 25 de julio de 2002, por la que se le procesa y, el cambio de carátula del expediente ordenado por la Jueza de Liquidación y Sentencia Nº 6 el 31 de marzo de 2002, se habría iniciado un nuevo proceso caratulado: “Carlos Alberto Mojoli S/ Falsedad de Particulares”.  La presunta víctima alega que la Jueza de Liquidación y Sentencia era incompetente para solicitar la anterior ampliación del sumario por cuanto el nuevo código de procedimiento penal establece que únicamente los jueces de garantía son competentes para procesar a personas
.  
112. Adicionalmente, el señor Mojoli señala que conforme al artículo 15 de la Ley 1444/99
 y a las Acordadas Números 154 del 21 de febrero de 2000 (artículo 24) y 155 de la misma fecha (artículo 1º), los jueces de liquidación y sentencia solo pueden terminar expedientes iniciados bajo la vigencia del Código de Procedimiento Penal de 1890 y no iniciar causas.  

113. El Estado indica que la conducta descrita como supuesto hecho punible de falsedad o falsificación en instrumento público imputado al señor Mojoli, se encuentra previsto tanto en el Código Penal de 1914 (artículo 232
) como en la Ley No. 1160/97, que sanciona el nuevo Código Penal de la República de Paraguay (artículos 250, 251 y 252) y que entró en vigor en 1998. En relación con las alegaciones de la presunta víctima sobre el cambio de carátula en la causa, el Estado alega que conforme al Código Penal de 1914, los tipos penales descritos carecen de nomenclatura, aspecto que varía en la Ley No. 1160/97 en donde sí se consignan nomenclaturas específicas de cada tipo penal.  
114. En cuanto a la conducta que se imputa al señor Mojoli, falsedad de particulares, el Estado señala que la carátula del expediente no es más que un acto administrativo, ya que como dispone el artículo 17.2 de la Constitución de la República, el imputado tiene derecho al conocimiento previo y detallado de la imputación, es decir, de los hechos que están siendo investigados y de que se le sindica como autor, cómplice o encubridor. El Estado alega que la causa penal seguida contra el señor Carlos A. Mojoli no contempla problemas sustanciales respecto a su regularidad que puedan producir la violación de algún derecho o garantía procesal consagrada en la Constitución de la República, en el Derecho Internacional vigente y en el Código de Procedimientos Penales de 1890. 

115. La Comisión observa que conforme a los hechos probados, el 9 de marzo de 2000 el Juez Penal de Liquidación y Sentencia No. 6 resolvió instruir sumario de averiguación y comprobación de los hechos denunciados, así como para la determinación de su autor, autores y partícipes, por la presunta comisión del delito tipificado en el artículo 236 del Código Penal anterior
, con base en que se trataba de un delito de acción pública
.  Tras tomarse declaraciones informativas a distintas personas y de realizarse distintas diligencias, el 13 de noviembre de 2000, el Agente Fiscal solicitó que se incluyera al señor Carlos A. Mojoli en la causa con carácter de procesado
, inclusión que se realizó el 25 de julio de 2002
.
116. La Comisión recuerda que conforme a la jurisprudencia de la Corte Interamericana relativa al principio de legalidad en el ámbito penal, este principio implica que 
la elaboración de los tipos penales supone una clara definición de la conducta incriminada, que fije sus elementos, y permita deslindarla de comportamientos no punibles o conductas ilícitas sancionables con medidas no penales.  La ambigüedad en la formulación de los tipos penales genera dudas y abre el campo al arbitrio de la autoridad, particularmente indeseable cuando se trata de establecer la responsabilidad penal de los individuos y sancionarla con penas que afectan severamente bienes fundamentales, como la vida o la libertad.  

De conformidad con el principio de irretroactividad de la ley penal desfavorable, el Estado se encuentra impedido de ejercer su poder punitivo en el sentido de aplicar de modo retroactivo leyes penales que aumenten las penas, establezcan circunstancias agravantes o creen figuras agravadas de delito.  Asimismo, tiene el sentido de impedir que una persona sea penada por un hecho que cuando fue cometido no era delito o no era punible o perseguible
.

117. La Comisión observa en el presente caso que el delito imputado al señor Mojoli en el momento de su procesamiento fue el artículo 236 del Código Penal de 1914, aplicable a presuntos delitos cometidos con anterioridad a 1998, conforme consta en la resolución del Juez Penal de Liquidación y Sentencia No. 6 de 9 de marzo de 2000.  Dicha resolución instruye sumario de averiguación y comprobación de los hechos denunciados.  En el presente caso, el proceso no se encuentra extinto y no se ha probado que existió una violación al artículo 9 de la Convención en relación con el artículo 1.1 del mencionado instrumento.  Adicionalmente, la presunta víctima no ha alegado y no ha presentado prueba documental sobre la ambigüedad en la formulación del tipo penal que le fuera imputado ni sobre la aplicación retroactiva de una ley penal desfavorable.  

118. Con base en lo anterior, la Comisión concluye que con base en los elementos aportados por la partes, los hechos probados, y el hecho de que a fecha no haya concluido este proceso, no se ha probado que en el presente caso se hubiera producido una violación del artículo 9 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1.1 del mencionado instrumento en perjuicio del señor Mojoli.  
4.
Protección de la honra y de la dignidad (artículo 11) en relación con la obligación de respetar los derechos ((artículo 1(1)) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
119. El artículo 11 de la Convención Americana establece que:

1. Toda persona tiene derecho al respeto de su honra y al reconocimiento de su dignidad.

2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni ataques ilegales a su honra o reputación.

3. Toda persona tiene derecho a la protección de la ley contra esas injerencias o esos ataques.

120. La presunta víctima alega que como consecuencia de la persecución que sufrió, terminó su carrera judicial iniciada en 1990.  Además, indica que durante los años 1999 y 2000, le fue imposible que alguien requiriese sus servicios como abogado al estar procesado, difamado, perseguido y, en la lista negra de la Corte Suprema de Justicia que difundió el rumor e instrucciones a jueces y tribunales para que ningún tipo de labor del señor Mojoli en juzgados y tribunales tuviera éxito. 
121. El Estado, por su parte, alega que como resultado de sus propios actos, la presunta víctima recibió una sanción de la Corte Suprema de Justicia, se iniciaron los trámites para su juicio político, tuvo problemas con todos los partidos políticos del país, renunció a su cargo y tuvo problemas con la justicia.
122. La Comisión observa respecto de los alegatos de la presunta víctima que 

un proceso judicial no constituye, por sí mismo, una afectación ilegítima del honor o de la dignidad de la persona.  El proceso sirve al objetivo de resolver una controversia, aunque ello pudiera acarrear, indirectamente, molestias para quienes se hallan sujetos al enjuiciamiento.

123. Con base en los hechos probados así como en los alegatos de las partes, la Comisión considera que, en el presente caso, no se ha comprobado una violación del artículo 11 de la Convención en conexión con el artículo 1.1 del mencionado instrumento en perjuicio del señor Carlos A. Mojoli.
V.
CONCLUSIONES

124. Con base en el análisis y conclusiones anteriores, la Comisión concluye que en el presente caso se violó el derecho a las garantías judiciales consagrado en artículo 8.1 de la Convención Americana, en conexión con el artículo 1.1 del mencionado instrumento, en perjuicio del señor Mojoli, por dictar un acto administrativo de carácter disciplinario en su contra sin que se hubiera garantizado su derecho a ser oído.  Igualmente, la Comisión concluye que en el proceso de falsificación de instrumento público se violó el derecho a ser juzgado en un plazo razonable conforme al artículo 8.1 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1.1 del mencionado instrumento, en perjuicio del señor Mojoli. Por otra parte, la Comisión concluye que no cuenta con elementos suficientes para pronunciarse sobre la alegada violación del artículo 8 de la Convención en conexión con el artículo 1.1 del mencionado instrumento respecto del proceso por prevaricato.  Asimismo, la Comisión concluye que el Estado no violó el derecho a un recurso efectivo consagrado en el artículo 25 de la Convención Americana en relación con el artículo 1.1 del mencionado instrumento, respecto de la acción de inconstitucionalidad que presentó contra la Resolución No. 136 de 22 de marzo de 1999 y, que el Estado de Paraguay no violó los artículos 9 y 11 de la Convención Americana en conexión con el artículo 1.1 del mencionado instrumento, en perjuicio del señor Mojoli.  Finalmente, la Comisión concluye que este informe constituye per se una forma de reparación.    

VI.
RECOMENDACIÓN
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS RECOMIENDA AL ESTADO DE PARAGUAY:

1.
Que se adopten las medidas necesarias para que en los procedimientos disciplinarios que se sigan contra jueces se garantice el derecho a ser oído.

2.
Que se adopten las medidas necesarias para que se concluya el proceso seguido contra el señor Carlos Alberto Mojoli por falsedad de instrumento público.
VII.
ACTUACIONES POSTERIORES AL INFORME No. 115/09 SOBRE EL FONDO

A. 
Trámites ante la CIDH

125. La Comisión aprobó el Informe de fondo número 115/09 sobre el presente caso, conforme al artículo 50 de la Convención Americana, el 28 de octubre de 2009, durante su 137º período de sesiones. Dicho Informe, con las recomendaciones de la Comisión, se transmitió al Estado paraguayo el 23 de noviembre de 2009, otorgándole un plazo de dos meses contados a partir del envío de dicho Informe, para que informara acerca de las medidas adoptadas en cumplimiento de las recomendaciones formuladas. 
126. El 23 de noviembre de, se informó a la peticionaria que la CIDH había aprobado el Informe No. 115/09 y se le solicitó que en el plazo de un mes informara sobre su posición respecto del sometimiento del caso ante la Corte Interamericana; la posición de la víctima y los fundamentos con base en los cuales consideraba que el caso debía ser remitido a la Corte.  Además se le solicitó que remitiera durante el mismo plazo los datos de la víctima; el poder que acreditara la calidad de representante de la víctima; prueba disponible adicional a la presentada durante el trámite ante la Comisión; datos de testigos y peritos que se pretendiera ofrecer a la Corte; y las pretensiones en materia de reparaciones y costas. El 15 de diciembre de 2009, el peticionario solicitó una prórroga de 1 mes, la cual fue concedida. El 18 de diciembre de 2009, la CIDH transmitió las partes relevantes del Informe No. 17/07 a la peticionaria con carácter reservado. El Estado, por su parte, solicitó una prórroga de 30 días el 22 de enero de 2010, la cual fue concedida.
127. En comunicación de fecha 23 de enero de 2010, el señor Carlos Alberto Mojoli Vargas envía un escrito en el que manifiesta su disconformidad con el Informe 115/09 y solicita su modificación. Manifiesta que disiente de sus conclusiones y considera que muchos de  los hechos desarrollados en el mismo son falsos y otros son erróneos y que la interpretación que se ha hecho del derecho paraguayo es equivocada. Asimismo, considera que la CIDH no aplicó en la interpretación de las normas convencionales los principios de buena fe y pro homine.
128. El peticionario indica, entre los errores materiales en que habría incurrido la Comisión, el hecho que no habría existido perjuicio en su contra debido a que la Resolución 136 no se habría cumplido por haber renunciado al cargo. Indica que su renuncia fue producto de coacción. Agrega que se omite considerar las “circunstancias referidas a lo largo de nueve años, como la prueba del hecho negativo ofrecida por el propio Estado paraguayo, la falta de antecedentes de la R136 respecto al informe de secretaría del CSCSJ.”
 Asimismo, entre otras, alega que nunca existió una orden de parte del Tribunal Electoral para que se cumpliera la sentencia que ordena que se elimine del padrón electoral al Sr. Oviedo y que es un error lo que el Informe establece en el sentido de que la Justicia Electoral formaría parte del Poder Judicial. El Sr Mojoli argumenta que el Estado envió información difamatoria en su contra durante el trámite del presente caso, informaciones que él niega e integra datos sobre su carrera profesional. Con base en lo anterior, solicita que se emita un nuevo informe y que éste sea remitido a la Corte Interamericana.

129. En su comunicación del 22 de febrero de 2010, el Estado presentó información sobre las medidas adoptadas para cumplir con las recomendaciones emitidas por la CIDH. 

130. El 23 de febrero de 2010, la CIDH decidió no someter el caso a consideración de la Corte con base a que en su evaluación de las medidas adoptadas por el Estado, descritas en la sección IX, el Estado habría cumplido con las recomendaciones emitidas por la CIDH.
131. El 23 de octubre de 2010 la CIDH aprobó el Informe No. 121/10, de conformidad con el artículo 51 de la Convención Americana.
IX.
ANÁLISIS DEL CUMPLIMIENTO DE LAS RECOMENDACIONES
 
A.   
Que se adopten las medidas necesarias para que en los procedimientos disciplinarios que se sigan contra jueces se garantice el derecho a ser oído.

132. El Estado acompaña información que acredita que las reglas para llevar a cabo procedimientos disciplinarios han sido modificadas a partir del año 2007 a los efectos de garantizar el debido proceso en el sumario administrativo y la garantía de un efectivo derecho de defensa del sumariado, en cumplimiento de la recomendación del Informe 115/09.
 Dichas modificaciones fueron establecidas mediante Acordadas dictadas por la Corte Suprema de Justicia (CSJ) en virtud de las facultades conferidas en el artículo 232 del Código de Organización Judicial. En particular, la Acordada No. 470 de 2007 establece, en la instrucción del sumario, la citación y emplazamiento al sumariado por el plazo de 5 días para que el sumariado ejerza su defensa; los recursos administrativos contra las resoluciones dictadas por el Instructor durante la sustanciación del sumario, así como los recursos contra la resolución definitiva y sus efectos; y, en relación con las sanciones, establece el principio de proporcionalidad. Asimismo, el Estado informa que el procedimiento disciplinario se realiza ante la Superintendencia General de Justicia conforme a un manual de funciones y procedimientos de la Oficina Disciplinaria aprobado por el Consejo de Superintendencia mediante Resolución No. 2158 de 6 de diciembre de 2007; y que las sanciones impuestas por dicho Consejo son susceptibles del recurso de reconsideración con interrupción de los efectos de la resolución. Finalmente, el Estado indica que la CSJ creó la Oficina de Quejas y Denuncias, dependiente del Consejo de Superintendencia, y relaciona las disposiciones legales aplicables en los procedimientos disciplinarios. En consecuencia, la Comisión concluye que esta recomendación se encuentra plenamente cumplida por el Estado de Paraguay.
B.
Que se adopten las medidas necesarias para que se concluya el proceso seguido contra el señor Carlos Alberto Mojoli por falsedad de instrumento público.

133. El  Estado informa que el 22 de mayo de 2009, el Juzgado Penal de Liquidación y Sentencia No. 3 resolvió sobreseer libremente al encausado Carlos Alberto Mojoli en la causa sobre falsedad de particulares.
 En consecuencia, la Comisión concluye que esta recomendación se encuentra plenamente cumplida por el Estado de Paraguay.
X.
CONCLUSIONES Y NOTIFICACIÓN
 
134. La Comisión Interamericana concluye que el Estado paraguayo cumplió con las recomendaciones efectuadas por el Informe 115/09. En virtud del artículo 51 de la Convención Americana, la Comisión decide hacer público este informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA. 
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 23 días del mes de octubre de 2010.  (Firmado): Felipe González, Presidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; Luz Patricia Mejía Guerrero, María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, y  Miembros de la Comisión. 
El que suscribe, Santiago A. Canton, en su carácter de Secretario Ejecutivo de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, de conformidad con el artículo 49 del Reglamento de la Comisión, certifica que es copia fiel del original depositado en los archivos de la Secretaría de la CIDH.

Santiago A. Canton

Secretario Ejecutivo
� Resolución No.  136 de 22 de marzo de 1999, emitida por el Consejo de Superintendencia de la Corte Suprema de Justicia:


VISTA: la Resolución Nº 17 de fecha 17 de marzo de 1999 y su enmienda de fecha 18 de marzo, y la Resolución Nº 18 de fecha 18 de marzo de 1999, dictadas por los Miembros del Tribunal Superior de Justicia Electoral, Señores Expedito Rojas y Carlos A. Mojoli, y el Miembro del Tribunal Electoral de Misiones, Sr. Samuel Martínez Hustin; y, 


CONSIDERANDO:


Que las mencionadas resoluciones fueron dictadas en flagrante violación de las disposiciones legales que rigen la sustitución conforme con lo dispuesto por el artículo 8º de la Ley Nº 635/95 “Que reglamenta la Justicia Electoral”, y que constituyen una extralimitación en el ejercicio de sus funciones.-


Que la Corte Suprema de Justicia, a través del Consejo de Superintendencia, ejerce la superintendencia y potestad disciplinaria sobre todos los organismos del Poder Judicial, conforme con lo preceptuado por el artículo 259 numeral 1) de la Constitución Nacional, en concordancia con los artículos 27, 232 y 233 de la Ley Nº 879/81 “Código de Organización Judicial” y los artículos 4º y 23 inciso a) de la Ley Nº 609/95 “Que organiza la Corte Suprema de Justicia”[…]


� Resolución No.  17 de 17 de marzo de 1999: 


Por la que se emplaza a la Junta de Gobierno de la Asociación Nacional Republicana Partido Colorado a convocar a Convención Extraordinaria de reforma del estatuto partidario, a fin de adecuarlo a las normas del artículo 118 y 119 de la Constitución Nacional y artículo 32 inc. (e) y (f) de la Ley 834 y, establecer el número de miembros que deben integrar el Tribunal de Conducta.


� Enmienda a la Resolución No. 17 de 17 de marzo de 1999: “Habiendo manifestado públicamente el Ab. Alberto Ramírez Zambonini, su negativa a firmar esta resolución, intégrese este Tribunal con el Miembro del Tribunal Electoral de San Juan Bautista Misiones Ab. Samuel Martínez Hustin. Asunción 18 de marzo de 1999”.  


� Resolución No. 18 de 18 de marzo de 1999: 


Por la que se disponen medidas de protección al patrimonio de la Justicia Electoral, el recupero de bienes sacados de la Justicia Electoral, ordenar el depósito de los vehículos del Departamento de Transporte de la Justicia Electoral en parque cerrado e instruir sumario en averiguación de las circunstancias del quebrantamiento del depósito de bienes de la Justicia Electoral”.


� La Resolución No. 136 de 22 de marzo de 1999:


indica que la sustitución se rige por el artículo 8 de la Ley Nº 635/95: “Que reglamenta la Justicia Electoral”: Sustitución.- En caso de ausencia, impedimento, recusación o inhibición de cualquiera de sus miembros, serán sustituidos por los miembros de los Tribunales Electorales y sucesivamente por los jueces de primera instancia del mismo fuero, de acuerdo con el procedimiento del Código Procesal Civil”.


� Artículo 255 de la Constitución Nacional: 


Ningún magistrado judicial podrá ser acusado o interrogado judicialmente por las opiniones emitidas en el ejercicio de sus funciones. No podrá ser detenido o arrestado sino en caso de flagrante delito que merezca pena corporal. Si así ocurriese la autoridad interviniente debe ponerlo bajo custodia en su residencia, comunicar de inmediato el hecho a la Corte Suprema de Justicia, y remitir los antecedentes al juez competente.


� Alegatos de la presunta víctima de fecha 14 de noviembre de 2007.


� La presunta víctima se refiere a la notificación el 13 de septiembre de 2001, de la Corte Suprema de Justicia.


� La presunta víctima indica que conforme al artículo 172 del Código Procesal Civil: “De la caducidad en la instancia.-Plazo: Se operará la caducidad de la instancia en toda clase de juicio, cuando no se instare su curso dentro del plazo de 6 meses. Dicho plazo será fijado por las leyes generales para la prescripción de la acción, si este fuere menor.”


� La presunta víctima hace referencia a la Cédula de Notificación de la Corte Suprema de Justicia de fecha 8 de febrero de 2005, en la que se le informa que el 6 de octubre de 2004, la Corte Suprema había dictado el A.I. Nº 1506 en los autos caratulados “ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD: “Contra Resolución Nº 136 de fecha 22 de marzo de 1999, dictada por el Consejo de Superintendencia de la Corte Suprema de Justicia”.


� Recurso de reposición en contra de “la A.I. 1506 s/ artículo 172 del Código Procesal Civil. Denuncia de indefensión y falsificación de informe del actuario, y recusarlo. Pedir su separación de este expediente conforme al artículo 39 del Código Procesal Penal”.


� La presunta víctima indica que conforme al artículo 554 del CPC: 


Sustanciación. La Corte Suprema sustanciará la demanda oyendo al Fiscal General del Estado, cuando se trate de actos provenientes de los Poderes Legislativo, Ejecutivo o Judicial. Se oirá además, en su caso, a los representantes legales de las Municipalidades o corporaciones; o a los funcionarios que ejerzan la autoridad pública de la cual provenga el acto normativo, citándolos y emplazándolos en el asiento de sus funciones, para que la contesten dentro del plazo de diez y ocho días.


Si hubiere cuestiones de hecho que requieran ser aclaradas o probadas, la Corte ordenará las diligencias para mejor proveer que sean necesarias.


La Corte pronunciará su fallo bajo la forma de Acuerdo y Sentencia Definitiva, en el plazo de treinta días.


� La presunta víctima se refiere a este expediente como  A.I. 616/2002.


� La presunta víctima alega que el nuevo Código de Procedimiento Penal entró en plena vigencia el 1 de marzo de 2000.


� Escrito del Estado recibido el 26 de mayo de 2004.


� El Estado se refiere a los artículos 153, 197 y 223 de la Constitución de la República; Art. 26 de la Ley Nº 635/95 que reglamenta la Justicia Electoral; Artículos 55, 149, 243 de la Ley Nº 834/96 que establece el Código Electoral . Además el Estado cita el artículo 228 de la Constitución: “De los requisitos. Para ser Presidente de la República  o Vicepresidente se requiere (…) 3) estar en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos”.  Igualmente, el Estado se refiere al artículo 153 de la Constitución: “De la suspensión del ejercicio de la ciudadanía. Se suspende el ejercicio de la ciudadanía; (...) 3) cuando la persona se hallara cumpliendo condena judicial, con pena privativa de libertad.”


� El Estado se refiere al Acuerdo y Sentencia No. 415 del 2 de diciembre de 1998.


� El Estado se refiere al Acuerdo y Sentencia del T.S.J.E. Nº 1/99 de fecha 11 de febrero de 1999. El Estado igualmente indica que el miembro del TSJE, Dr. Alberto Ramírez Zambonini, firmó en disidencia argumentando que el TSJE no podía cuestionar la decisión de la Corte Suprema de Justicia, por ser éste el máximo tribunal jurisdiccional de la República.


� Artículo 259 (1) de la Constitución Política de Paraguay: “Son deberes y atribuciones y atribuciones de la Corte Suprema de Justicia: 1) ejercer la superintendencia de todos los organismos de Poder Judicial […]


� Artículo Nº 4 de la Ley Nº 609/95: “Potestad disciplinaria y de supervisión. La Corte Suprema de Justicia, por intermedio del Consejo de Superintendencia, ejerce el poder disciplinario y de supervisión sobre los tribunales, juzgados, auxiliares de la justicia, funcionarios y empleados del Poder Judicial así como sobre las oficinas dependientes del mismo y demás reparticiones que establezca la ley”. Igualmente, el Estado indica que el artículo 23 de la anterior ley señala: “Deberes y atribuciones. El Consejo de Superintendencia de Justicia tiene a su cargo: a) Ejercer las facultades disciplinarias y de supervisión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4º de la presente ley […]”.


� El Estado se refiere en su escrito de 9 de octubre de 2007 al artículo 20 del Código Procesal Civil vigente en Paraguay (causales de inhibición o recusación).


� El Estado se refiere en su escrito de 9 de octubre de 2007 al artículo 200 de la Ley Nº 879/81 “Código de Organización Judicial” (sustitución de los jueces y funcionarios del Poder Judicial).


� El Estado alega en su comunicación de 3 de junio de 2004, que estas Comisiones eran la de Asuntos Constitucionales y la de Peticiones, Poderes y Reglamentos.


� Artículo 412 del Código Procesal Civil: 


Cuando transcurrido el plazo legal para dictar resolución, el juez o tribunal no lo hubiera hecho podrá ser requerido por cualquiera de los interesados en el proceso.  El apoderado está obligado a pedir pronto despacho a los jueces o tribunales, y si no obtuviere pronunciamiento, deberá reiterar el pedido dentro de diez días siguiente […] Si dentro de los veinte días siguientes el juez o el tribunal no dictare resolución deberá ocurrir en queja ante el superior, salvo cuando el tribunal moroso fuese la Corte Suprema de Justicia […]. 


� Informado por el Estado en la comunicación recibida en la CIDH el 25 de octubre de 2007.


� La Ley No. 1444/99 que regula el “Sistema de Transición al Nuevo Sistema Procesal Penal”, se aplica al proceso penal, desde el día 9 de julio de 1999.


� El Estado indica que el artículo 232 señala que: “Cualquiera otra persona que cometa falsedad en instrumento público de algunas de las maneras indicadas en el artículo 229, será castigada con penitenciaría de dos a cuatro años”.  El artículo 229 refiere a “[e]l funcionario público o escribano […]”.


� Acordadas Nº 7 del 10 de mayo de 1946 y Nº 3 del 26 de noviembre de 1983.


� Informado por el Estado en comunicación de fecha 9 de octubre de 2007, recibida en la CIDH el 25 de octubre de 2007.


� Alegado por el Gobierno en el escrito recibido en la CIDH el 26 de marzo de 2008.


� CIDH, Informe Anual 1998, OEA/Ser.L/V/II.102, Doc. 6 rev., Capítulo IV: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región (Paraguay), párr. 16.


� La Corte Suprema encontró la sentencia de 9 de marzo de 1998 sujeta a derecho, incluyendo las penas accesorias consistentes en la baja absoluta de las Fuerzas Armadas y la inhabilitación para ejercer derechos civiles y políticos; Ver OEA/Ser.L/V/II.102, Doc. 6 rev., Capítulo IV: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región, párr. 16.


� En el Decreto Presidencial No. 117, el Presidente conmutó la pena de 10 años por la de tres meses de arresto. OEA/Ser.L/V/II.102, Doc. 6 rev., Capítulo IV: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región, párr. 18.


� CIDH, Informe Anual 1998, OEA/Ser.L/V/II.102, Doc. 6 rev., Capítulo IV: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región (Paraguay), párr. 18.


� Congreso Nacional del Paraguay, Declaración Nº 1 "Que repudia enérgicamente el decreto No. 117 del 13 de agosto de 1998 y exige al Poder Ejecutivo su revocación", artículo 1o, 19 de agosto de 1998; OEA/Ser.L/V/II.102, Doc. 6 rev., Capítulo IV: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región, párr. 19.


� Congreso Nacional, Declaración No. 1 "Que repudia enérgicamente el decreto No. 117 del 13 de agosto de 1998 y exige al Poder Ejecutivo su revocación", artículo 5.


� CIDH, Informe Anual 1998, OEA/Ser.L/V/II.102, Doc. 6 rev., Capítulo IV: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región (Paraguay), párr. 26.


� CIDH, Informe Anual 1998, OEA/Ser.L/V/II.102, Doc. 6 rev., Capítulo IV: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región (Paraguay), párr. 26.


� CIDH, Informe Anual 1998, OEA/Ser.L/V/II.102, Doc. 6 rev., Capítulo IV: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región (Paraguay), párr. 27.


� CIDH, Informe Anual 1998, OEA/Ser.L/V/II.102, Doc. 6 rev., Capítulo IV: Desarrollo de los Derechos Humanos en la Región (Paraguay), párr. 28.


� Conforme al artículo 275 de la Constitución de Paraguay, los miembros del Tribunal Superior de Justicia Electoral deben reunir los siguientes requisitos: ser de nacionalidad paraguaya, haber cumplido treinta y cinco años, poseer título universitario de abogado, y, durante el término de diez años, cuanto menos, haber ejercido efectivamente la profesión, o desempeñado funciones en la magistratura judicial, o ejercido la cátedra universitaria en materia jurídica, conjunta, separada o alternativamente. 


� Constitución Política de la República de Paraguay de 20 de junio de 1992 en: http://www.tsje.gov.py/constitucion_nacional.php#je.


� Así en el portal de Internet del Tribunal Superior de Justicia Electoral, en: � HYPERLINK "http://www.tsje.gov.py/estructura.php" ��http://www.tsje.gov.py/estructura.php� al 28 de julio de 2009.


� Ley 635/95 “Que reglamenta la Justicia Electoral” en: http://www.tsje.gov.py/legislacion/635.htm.


� Código de Organización Judicial de Paraguay en: http://www.pj.gov.py/ley_organica.asp.


� Ley No. 609 que organiza la Corte Suprema de Justicia en: http://www.pj.gov.py/ley_organica.asp.


� Tribunal Superior de Justicia Electoral Nº 008/99, Expediente Miembro del TSJE promueve Reforma Estatutaria de la Asociación Nacional Republicana – Partido Colorado.


� Resolución / Presidencia No. 124/99 de 16 de marzo de 1999, firmada por el magistrado Alberto Ramírez Zamonini; y Resolución de Presidencia Nº 125/99 de 18 de marzo de 1999.


� Poder Judicial, Justicia Electoral, escrito de fecha 17 de marzo de 1999, firmado por Alberto Ramírez Zambonini.


� Enmienda de fecha 18 de marzo de la Resolución Nº 17 de 17 de marzo de 1999.


� Consta en el expediente el escrito dirigido por el Vicepresidente del TSJE, Carlos A. Mojoli, al Presidente de este Tribunal, Alberto Ramírez Zambonini de fecha 6 de marzo de 1999, en el que el firmante manifiesta que no es competencia del TSJE la de afectar sus recursos en apoyo de gestión interna alguna de los Partidos Políticos, por lo que se opone a cualquier erogación del TSJE en ese sentido.


� Autos caratulados “ Denuncia presentada por la Asociación Nacional Republicana (Partido Colorado) c/ Dr. Carlos A. Mojoli, Miembro del Tribunal Superior de Justicia Electoral”. 


� Código Penal de Paraguay, Ley No. 1.160/97 en: http://www.oas.org/juridico/MLA/sp/pry/sp_pry-int-text-cp.pdf.


� Escrito del CSCSJ de 19 de marzo de 1999.


� Escrito de 19 de marzo de 1999, en el que el Presidente del TSJE, Alberto Ramírez Zambonini, da respuesta a la nota CSCSJ Nº 1 de fecha 19 de marzo de 1999.


� Notificación de la Resolución No.  136 de 22 de marzo de 1999, firmada por Carlos A. Mojoli y Lourdes Raquel Rojas F, Secretaria Judicial.


� Resolución No. 136 de 22 de marzo de 1999 del CSCSJ.


� Resolución No.  136 de 22 de marzo de 1999 del CSCSJ.


� Ministros de la Corte Suprema de Justicia, Elixeo Ayala, Wildo Rienzi Galeano y Luís Lezcano Claude. 


� Acción de inconstitucionalidad contra resolución No.  136 del 22 de marzo de 1.999 dictada por el Consejo de Superintendencia de la Corte Suprema de Justicia, presentada por Carlos A. Mojoli V., miembro del Tribunal Superior de Justicia Electoral.


� Corte Suprema de Justicia, 3 de mayo de 1999, firmado por Raúl Sapena Brugada.


� Corte Suprema de Justicia, cédula de notificación de 13 de septiembre de 2001.


� Corte Suprema de Justicia,  A.I. Nº 506 de 6 de octubre de 2004.  


� Cédula de Notificación de la Corte Suprema de Justicia de fecha 8 de febrero de 2005, en la que se le informa que el 6 de octubre de 2004, la Corte Suprema había dictado el A.I. Nº 1506 en los autos caratulados “ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD: “Contra Resolución Nº 136 de fecha 22 de marzo de 1999, dictada por el Consejo de Superintendencia de la Corte Suprema de Justicia”.


� http://www.noraruoti.com.py/cd/juridica/protegido/OtrasLeyes/Ley133788.htm.


� Escrito de Carlos A. Mojoli V. al Presidente de la CSJ, recibido en Secretaría el 9 de febrero de 2005.


�  Reposición de A.I. 1506 s/artículo 172 del CPC. Denuncia de indefensión y falsificación de informe del actuario, y recursarlo. Pedir su separación de este expediente conforme al artículo 39 del CPC, presentado el 10 de marzo de 2005 en la Secretaría de la Corte Suprema de Justicia.


� Escrito de la Unidad de Derechos Humanos de la Corte Suprema de Justicia al Ministerio de Relaciones Exteriores, Dirección de Derechos Humanos de fecha 11 de marzo de 2006.


� Expediente A.I. Nº 304 de 30 de marzo de 1999, firmado por el Juez en lo Criminal Gustavo A. Ocampos González.


� Oficio Nº 396 del 5 de abril de 1999, del Juez en Primera Instancia en lo Criminal, Gustavo A. Ocampos González, al Presidente de la Cámara de Senadores de la Nación, Don Juan Carlos Galaverna. 


� Artículo 225 de la Constitución: 


El Presidente de la República, el Vicepresidente, los ministros del Poder Ejecutivo, los ministros de la Corte Suprema de Justicia, el Fiscal General del Estado, el Defensor del Pueblo, el Contralor General de la República, el Subcontralor y los integrantes del Tribunal Superior de Justicia Electoral, sólo podrán ser sometidos a juicio político por mal desempeño de sus funciones, por delitos cometidos en el ejercicio de sus cargos o por delitos comunes. 


La acusación será formulada por la Cámara de Diputados, por mayoría de dos tercios. Corresponderá a la Cámara de Senadores, por mayoría absoluta de dos tercios, juzgar en juicio público a los acusados por la Cámara de Diputados y, en caso, declararlos culpables, al sólo efecto de separarlos de sus cargos, En los casos de supuesta comisión de delitos, se pasarán los antecedentes a la justicia ordinaria. 


� Escrito dirigido por el Dr. Carlos Alberto Mojoli al Presidente del Congreso Nacional, recibido en la Cámara de Senadores el 6 de abril de 1999.


� Resolución N 226 por que se acepta la renuncia presentada en fecha 6 de abril de 1999, por el Dr. Carlos A. Mojoli, a su condición de Miembro del Tribunal Superior de Justicia Electoral, dada en la sala de sesiones de la Cámara de Senadores el 15 de abril de 1999.


� Resolución Nº 245 de 13 de mayo de 1999, firmada por Juan Carlos Galaverna D., Presidente de la Cámara de Senadores y Ada Solalinde de Romero, Secretaria Parlamentaria. Esta Resolución fue notificada al Juez de Primera Instancia en lo Criminal del Segundo Turno mediante comunicación de 18 de mayo.


� Resolución de fecha 26 de julio de 1999 firmada por el Juez Agustín Lovera Cañete en el A.I.N. 1017.


� Declaración indagatoria de 6 de agosto de 1999.


� La Ley 1449/99 Que regula el periodo de transición al nuevo sistema procesal penal, establece en su artículo 1 como periodo de transición el lapso comprendido desde el 9 de julio de 1999 hasta el 28 de febrero de 2003.


� Escrito presentado el 28 de febrero de 2000 en la Causa Calos Mojoli s/prevaricato.- Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Primer Turno, Secretaría No.  2.


� Dictamen U.T. No. 262 presentado por el Agente Fiscal en lo Penal, Carlos Advin Calcena Rojas en la causa: “Carlos A. Mojoli s/ prevaricato  - capital”.


� Dictamen U.T. No. 263 presentado por el Agente Fiscal en lo penal, Carlos Advin Calcena Rojas el 16 de mayo de 2000 en la causa: “Carlos A. Mojoli s/ prevaricato  - capital”.


� A.I. No. 1673, Resolución firmada por el Juez Penal de Liquidación y Sentencia No. 7 de fecha 16 de agosto de 2000.  


� Escrito presentado por la presunta víctima en el que se apela y alega la nulidad A.I. No. 1673 del 16 de agosto de 2000 y resolución de 23 de agosto de 2000, firmado por el Juez en Penal de Liquidación y Sentencia N 7, Hugo Ramón López Sanabria.


� Dictamen No. 367 de 30 de noviembre de 2001 firmada por Marta Saldoval de Fretes, Procurador Fiscal en la Causa: “Carlos A. Mojoli s/prevaricato. Capital”, con el objeto de tomar intervención y solicitar diligencias; Dictamen No. 02 de 2 de febrero de 2002 firmado por Marta Sandoval de Fretes, Procurador Fiscal y recibido en la Secretaría el 7 de febrero de 2002.


� A.I. No. 159 de 25 de marzo de 20002, firmado por Hugo Ramón López Sanabria, Juez Penal de Liquidación y Sentencia No. 7.


� A.I. No. 160 de 25 de marzo de 2002, firmado por Hugo Ramón López Sanabria, Juez Penal de Liquidación y Sentencia No. 7.


� Dictamen No. 46 de 1 de abril de 2002 y Dictado No. 115, firmados por Marta Sandoval de Fretes, Procurador Fiscal.


� Escrito firmado por el Dr. Carlos A. Mojoli y Carlos Aquino Gilardi, presentado y puesto en Secretaría el 6 de junio de 2002;  Escrito firmado por el Dr. Carlos A. Mojoli y Carlos Aquino Gilardi, presentado y puesto en Secretaría el 11 de junio de 2002.


� Sentencia de 25 de marzo de 2003, causa: “Carlos Mojoli S/ prevaricato.Capital”


� Sentencia de 25 de agosto de 2003, causa: “Carlos Mojoli S/ Prevaricato. Capital”.


� Denuncia presentada por Julio Ramón Gavilán Giménez el 16 de mayo de 1997 ante el Juez Penal de Liquidación y Sentencia N 6.


� A.I. No. 1354 de 6 de noviembre de 1997, emitida por la Corte Suprema de Justicia en la causa: Alberto Mojoli s/ falsificación de instrumento público.  En esta resolución la Corte resolvió que el Juzgado competente para conocer la causa era el Juzgado de Primera Instancia en lo Criminal del Duodécimo Turno.


� Dictamen N 608 de 15 de junio de 1998, del Agente Fiscal del Crimen, Marco Antonio Alcaraz con el objeto de solicitar remisión de la denuncia al parlamento, causa: “Carlos Alberto Mojoli s/ falsificación de instrumento público”.


� Dictamen N 608 de 15 de junio de 1998, del Agente Fiscal del Crimen, Marco Antonio Alcaraz con el objeto de solicitar remisión de la denuncia al parlamento, causa: “Carlos Alberto Mojoli s/ falsificación de instrumento público”.


� Escrito de 18 de junio de 1998 del Juez de Primera Instancia en lo Criminal del Décimo Turno, Arnulfo Arias, al Presidente de la Honorable Cámara de Diputados Atilio Martínez Casado.


� Nota No. 16 de 17 de agosto de 1999 dirigida por el Agente Fiscal en lo Criminal, Andrés Casati Caballero, a la Señorita Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia, Marial Bellmar Casal.


� N.P. No. 136 de 18 de agosto de 1999 de la Corte Suprema de Justicia.


� Dictamen Nº 993 de 19 de agosto de 1999, del Agente Fiscal en lo Criminal, Andrés Casati Caballero dirigido al Juzgado Penal de Liquidación y Sentencia N 6, con el objeto de solicitar la apertura sumarial.


� Código Penal de Paraguay, Ley No. 1.160/97 en: http://www.oas.org/juridico/MLA/sp/pry/sp_pry-int-text-cp.pdf.


� Escrito sin fecha presentado por Carlos A. Mojoli Vargas al Juez del Crimen respecto del pedido de apertura sumarial formulado por el Fiscal Andrés Casati Caballero en su Dictamen No.  993, en la causa: “Antecedentes sobre un supuesto hecho de falsificación de instrumento público”.


� Dictamen sin número de 7 de octubre de 1999, firmado por el Agente Fiscal Andrés Casati Caballero en la causa: “Antecedentes sobre un supuesto hecho de falsificación de instrumento público”; Dictamen 1191 de 4 de noviembre de 1999; Dictamen Nº 4 de 3 de febrero de 2000; Dictamen Nº 73 de 28 de febrero de 2000.


� Artículo 236 Código Penal anterior (1914): “Cualquiera otra persona que cometiere falsedad en documento público de algunas de las maneras indicadas en el artículo 233, será castigada con penitenciaría de dos a cuatro años.  Si la falsedad fuese copia de un documento público la pena será de uno a tres años de penitenciaría.”


� A.I. Nº 5 de 9 de marzo de 2000, firmado por el Juez Arnulfo Arias, Juez de lo Penal de Liquidación y Sentencia, causa: Antecedentes s/ un supuesto hecho de falsificación de instrumento público.


� Dictamen Nº 061 de 13 de noviembre de 2000, firmado por Juan de Rosa Avalos, Agente Fiscal del Crimen.


� A.I. Nº 616 de 25 de julio de 2002, firmado por Sandra Farias de Fernández, Juez de Liquidación y Sentencia Nº 6, causa: “Carlos Alberto Mojoli s/ falsedad de particulares”.


� Informe de la Actuaria AS/31/07/02, de 31 de julio de 2002:”…en los autos caratulados “Carlos Alberto Mojoli s/ falsedad de particulares” por un error material se consignó en la carátula del expediente, en la parte del año, “1997”, debiendo consignarse el año “2.002”. 


� Artículos 7 y 8 de la Ley 1444/99.


� Juzgado Penal de Liquidación y Sentencia Nº 6, sentencia de 20 de agosto de 2002, A.I.-633.


� Poder Judicial, Oficio Nº 253 de 17 de abril de 2009.


� Informado por el Estado en comunicación de fecha 9 de octubre de 2007, recibida en la CIDH el 25 de octubre de 2007 y, en comunicación recibida el 29 de abril de 2009.


� Artículo 255 de la Constitución Nacional: 


Ningún magistrado judicial podrá ser acusado o interrogado judicialmente por las opiniones emitidas en el ejercicio de sus funciones. No podrá ser detenido o arrestado sino en caso de flagrante delito que merezca pena corporal. Si así ocurriese la autoridad interviniente debe ponerlo bajo custodia en su residencia, comunicar de inmediato el hecho a la Corte Suprema de Justicia, y remitir los antecedentes al juez competente.


� CIDH, Informe Sobre Terrorismo y Derechos Humanos 2002, OEA/Ser.L/V/ll.116 Doc. 5 rev. 1 corr. 22 octubre 2002; CAPÍTULO III; D.1.b, párr. 228.


� En caso de ausencia, impedimento, recusación o inhibición de cualquiera de sus miembros, serán sustituidos por los miembros de los Tribunales Electorales y sucesivamente por los jueces de primera instancia del mismo fuero, de acuerdo con el procedimiento del Código Procesal Civil.


� Constitución Política de la República de Paraguay de 20 de junio de 1992 en: http://www.tsje.gov.py/constitucion_nacional.php#je.


� Así en el portal de Internet del Tribunal Superior de Justicia Electoral, en: � HYPERLINK "http://www.tsje.gov.py/estructura.php" ��http://www.tsje.gov.py/estructura.php� al 28 de julio de 2009.


� Ver artículos 275 en relación con 261 de la Constitución.


� Cfr. Corte I.D.H., Caso Claude Reyes. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151, párr. 118.


� Cfr. Corte I.D.H., Caso Claude Reyes. Sentencia de 19 de septiembre de 2006. Serie C No. 151; Caso Palamara Iribarne. Sentencia de 22 de noviembre de 2005. Serie C No. 136, párr. 164; Caso YATAMA. Sentencia de 23 de junio de 2005. Serie C No. 127, párr. 149; y Caso Ivcher Bronstein. Sentencia de 6 de febrero de 2001. Serie C No. 74, párr. 104.


�� HYPERLINK "http://www.cidh.oas.org/demandas/11.830%20Trabajadores%20Cesados%20del%20Congreso%20Peru%204feb05.pdf" ��http://www.cidh.oas.org/demandas/11.830%20Trabajadores%20Cesados%20del%20Congreso%20Peru%204feb05.pdf�, párr. 79.


� Ver CIDH. Informe 119/99. Perú. Octubre 6 de 1999. Caso Susana Higuchi Miyagawa, párr. 54, en el que la CIDH consideró que la decisión que pone fin a una actuación judicial tampoco ha de ser formal, pues debe ir al fondo de los hechos, verificar si estos ocurrieron de acuerdo a lo alegado y probado. Debe establecer la responsabilidad de la persona que generó con su conducta la acción u omisión violatoria, y entonces,  decidir de fondo. De no hacerlo, el recurso judicial se torna en inconcluso además de ser ineficaz, al  no amparar al sujeto de la violación ni proveerle de la reparación adecuada.  


� El subrayado es nuestro. Corte I.D.H., Caso Baena Ricardo y otros. Sentencia de 2 de febrero de 2001. Serie C No. 72, párr 126. 


� Corte I.D.H., Caso del Tribunal Constitucional. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71, párr. 69 citando Corte I.D.H., Garantías judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9, párr. 27.


� Cfr. Caso de las Masacres de Ituango. Sentencia de 1 de julio de 2006. Serie C No. 148, párr. 365; Caso de la “Masacre de Mapiripán”. Sentencia de 15 de septiembre de 2005. Serie C No. 134, párr. 211, y Caso de las Hermanas Serrano Cruz. Sentencia de 1 de marzo de 2005. Serie C No. 120, párr. 56.


� Cfr. Caso de las Masacres de Ituango, supra nota 65, párr. 339; Caso de la Masacre de Pueblo Bello, supra nota 6, párr. 206, y Caso de la “Masacre de Mapiripán”, supra nota 65, párr. 211.


� Escrito del CSCSJ de 19 de marzo de 1999.


� Ver supra párr. 64 donde se refiere que el Presidente del Tribunal estableció que, a pesar de que recibió el 17 de marzo de 1999 un proyecto de Resolución que recogía la propuesta del magistrado Mojoli, firmada por los magistrados Mojoli y Rojas, no la firmó.  Señaló que posteriormente se enteró que el 18 de marzo de 1999 los magistrados Mojoli y Rojas habían firmado este proyecto junto con el juez Martínez Hustin, Miembro del Tribunal Electoral de Misiones, dándole el número 17 de la Secretaría General del TSJE.


� La presunta víctima hace referencia a la Cédula de Notificación de la Corte Suprema de Justicia de fecha 8 de febrero de 2005, en la que se le informa que el 6 de octubre de 2004, la Corte Suprema había dictado el A.I. Nº 1506 en los autos caratulados “ACCION DE INCONSTITUCIONALIDAD: “Contra Resolución Nº 136 de fecha 22 de marzo de 1999, dictada por el Consejo de Superintendencia de la Corte Suprema de Justicia”.


� Artículo 412 del Código Procesal Civil: 


Cuando transcurrido el plazo legal para dictar resolución, el juez o tribunal no lo hubiera hecho podrá ser requerido por cualquiera de los interesados en el proceso.  El apoderado está obligado a pedir pronto despacho a los jueces o tribunales, y si no obtuviere pronunciamiento, deberá reiterar el pedido dentro de diez días siguiente […]Si dentro de los veinte días siguientes el juez o el tribunal no dictare resolución deberá ocurrir en queja ante el superior, salvo cuando el tribunal moroso fuese la Corte Suprema de Justicia […]. 


� El Estado indica en su escrito de 9 de octubre de 2007, que esta afirmación puede ser corroborada en el expediente de la acción de inconstitucional mencionado.


� Corte I.D.H., Caso del Tribunal Constitucional. Sentencia de 31 de enero de 2001. Serie C No. 71, párr. 89 citando Corte I.D.H., Garantías Judiciales en Estados de Emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión Consultiva OC-9/87 del 6 de octubre de 1987. Serie A No. 9, párr. 23.


� Corte I.DH., Caso Valle Jaramillo y otros. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 192, párr. 154; Caso Suárez Rosero. Fondo. Sentencia de 12 de noviembre de 1997. Serie C No. 35, párr. 73; Caso Heliodoro Portugal, párr. 148, y Caso Salvador Chiriboga. Excepción Preliminar y Fondo. Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie C No. 179, párr. 59.


� Corte I.DH., Caso Valle Jaramillo y otros. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 192, párr. 154; Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de junio de 2002. Serie C No. 94, párr. 145; Caso Heliodoro Portugal, supra nota 13, párr. 148, y Caso Salvador Chiriboga. Excepción Preliminar y Fondo. Sentencia de 6 de mayo de 2008. Serie C No. 179, párr. 59.


� Cfr. Caso Genie Lacayo. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 29 de enero de 1997. Serie C No. 30, párr. 77; Caso Bayarri, supra nota 13, párr. 107, y Caso Heliodoro Portugal, supra nota 13, párr. 149.


� Corte I.D.H., Caso Valle Jaramillo y otro. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2008. Serie C No. 192, párr. 155.


� ECHR, Case of Pélissier and Sassi v. France, Application no. 25444/94, Judgment of 25 March, 1999, párr. 74.


� Informado por el Estado en comunicación recibida el 29 de abril de 2009.


� Artículo 1(1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos: “Los Estados partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social”.


� La presunta víctima alega que el nuevo Código de Procedimiento Penal entró en plena vigencia el 1 de marzo de 2000.


� Artículo 15 de la Ley 1444/99: “Mientras no sean designados los Jueces de Ejecución, las atribuciones que la Ley No. 1286/98 les confiere, serán ejercidas por el juez que haya dictado la resolución o por el Miembro del Tribunal de Sentencia que fuere designado, cuando éste haya dictado la sentencia. El cumplimiento de las medidas cautelares y las sentencias definitivas dictadas por el juez de paz, conforme se establece en la competencia del Juez de Ejecución, se hará por otro de igual clase, designado por el Presidente de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia en la Capital y por el Presidente de la Circunscripción en el interior del país. A los efectos de la vigilancia que corresponda los magistrados de la Justicia de Paz, una vez dictada la resolución correspondiente, comunicarán lo resuelto al juez designado.”


� El Estado indica que el artículo 232 señala que: “Cualquiera otra persona que cometa falsedad en instrumento público de algunas de las maneras indicadas en el artículo 229, será castigada con penitenciaría de dos a cuatro años”.  Artículo 229: El funcionario público o escribano…”.


� Artículo 236 Código Penal anterior (1914): “Cualquiera otra persona que cometiere falsedad en documento público de algunas de las maneras indicadas en el artículo 233, será castigada con penitenciaría de dos a cuatro años.  Si la falsedad fuese copia de un documento público la pena será de uno a tres años de penitenciaría.”


� A.I. Nº 5 de 9 de marzo de 2000, firmado por el Juez Arnulfo Arias, Juez de lo Penal de Liquidación y Sentencia, causa: Antecedentes s/ un supuesto hecho de falsificación de instrumento público.


� Dictamen Nº 061 de 13 de noviembre de 2000, firmado por Juan de Rosa Ávalos, Agente Fiscal del Crimen.


� A.I. Nº 616 de 25 de julio de 2002, firmado por Sandra Farias de Fernández, Juez de Liquidación y Sentencia Nº 6, causa: “Carlos Alberto Mojoli s/ falsedad de particulares”.


� Corte I.D.H., Caso Ricardo Canese. Sentencia de 31 de agosto de 2004. Serie C No. 111, párrs. 174 y 175.


� Corte I.D.H., Caso Valle Jaramillo y otros. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 27 de noviembre de 2008, párr. 176.


� Escrito del peticionario de 23 de enero de 2010.


� Escrito del peticionario de 23 de enero de 2010.


� Información analizada en la sección IX. 


� Escrito del Estado de 22 de febrero de 2010. Anexo 1. Comunicación de la Corte Suprema de Justicia al Ministerio de Relaciones Exteriores que informa acerca de las nuevas acordadas emitidas por la Corte. 


� Escrito del Estado de 22 de febrero de 2010. Anexo 5. Sentencia del Juez Penal de Liquidación y Sentencia No.3 de 22 de mayo de 2009. 





